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ESTUDIO MIGRATORIO DE GUATEMALAIV. 

Elaborado por Carol L. Girón Solórzano1

La migración internacional1. 

La migración internacional de personas en el contexto nacional1.1. 

El fenómeno de la migración internacional es conocido por Guatemala a parti r 
de su propia experiencia y los disti ntos fl ujos generados en los últi mos años.  Los 
principales movimientos de guatemaltecos emergieron a parti r de los destrozos 
provocados por el terremoto de 1976 y el surgimiento y agudización del confl icto 
armado interno.  A parti r de allí, se han sumado una serie de factores, especialmente 
de orden económico, social y ecológico, que han provocado la salida de segmentos 
importantes de la población.  Asimismo, el fortalecimiento de las redes sociales de 
apoyo, el “éxito” logrado por quienes han migrado y la recepción de remesas, de 
alguna manera, han contribuido a elevar los volúmenes de la emigración.
  
Pese a que Guatemala adopta la condición de país de origen, tránsito, desti no y 
retorno, en la prácti ca se ha producido más información al respecto del país como 
emisor de migrantes.  Los estudios disponibles que hablen sobre Guatemala como 
país de tránsito son todavía insufi cientes, desactualizados y sin datos estadísti cos.  
Aunque en Guatemala se observa la presencia de grupos importantes de nacionalidad 
extranjera en condición irregular o no-autorizada, con mucha difi cultad se han 
realizado investi gaciones que pueden dar cuenta por lo menos de un fl ujo de esta 
población: los centroamericanos. No obstante, esta información necesita actualizarse 
e  incluir otros ejes temáti cos como  la garantí a y protección de derechos, acceso a los 
servicios, percepción social, inserción en la sociedad receptora, etc. Existen algunos 
estudios e investi gaciones que presentan elementos interesantes al respecto de los 
procesos de deportación y retorno al país. Con la información que se dispone ya se 
pueden realizar algunas apreciaciones de lo que está sucediendo con este fl ujo de 
persona. En este tema, todavía existe un camino muy largo por recorrer, de modo 
que se puedan ofrecer recomendaciones puntuales y viables para atender este 
comportamiento. 

Guatemala todavía no logra garanti zar el respeto y la protección de los derechos 
de los migrantes que transitan por su territorio, así como aquellos que llegan a 
establecerse de manera temporal o permanente.  A conti nuación se desarrollará una 
1  Licenciada en Relaciones Internacionales, ha realizado estudios de Maestría en Derechos Humanos y de Posgrado de 
Actualización en Construcción de Paz, Mediación y Resolución Alternati va de Confl ictos. Es Miembro Fundador e Investi gadora del 
Insti tuto Centroamericano de Estudios Sociales y Desarrollo –INCEDES- Guatemala. carolgirons@gmail.com 
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perspectiva histórica de cómo el país ha abordado el tema migratoria a lo largo de las 
últimas décadas, enfatizando la migración en tránsito y la inmigración.

Contexto histórico1.1.1.	

La llegada de los españoles a la región, especialmente a Guatemala, supuso un 
elemento importante en las relaciones sociales y políticas del país. De esa cuenta, el 
Estado es heredero de un proceso de colonización que supuso una serie de luchas 
y rivalidades por el control territorial y de los recursos que incluso hasta la fecha 
muestran rasgos de estratificación social.  La dominación española trató en ese 
momento de imponer un proyecto propio de uniformidad étnico estatal, enmarcado 
en el orden colonial que implementaba en otros lugares de su imperio.  Se basó, 
fundamentalmente, en la nivelación y asimilación de los indígenas como súbditos 
de un nuevo y único señor: el Soberano del Reino de Castilla y, después, de España 
(PNUD: 2005, 27).
  
Entonces, cuando Guatemala regula legalmente la extranjería, ineludiblemente 
tenía como antecedente inmediato la legislación colonial, así como la establecida en 
España que tenía un enfoque cerrado y anti-extranjeros.  De acuerdo a las leyes indias, 
los extranjeros eran los invasores del continente americano, sin embargo, como lo 
plantea Mosquera (2006:5) se debe prescindir de esa consideración para fijarse en 
la regulación que se impulsó en el régimen colonial contra otros extranjeros (más 
allá de señalarlos como  invasores).  Como bien lo señala este autor, se consideraron 
foráneos aquellos súbditos de monarcas distintos a los españoles y los esclavos.  

El período entre 1821-1871 se reconoce como de construcción de la nación 
guatemalteca que se caracteriza por la independencia de Centroamérica, acordada 
en la ciudad de Guatemala el 15 de septiembre de 1821.  Dicho evento marca una 
nueva etapa de la cual subsiste la República Federal de Centroamérica que da inicio 
a la apertura de la región hacia el mundo exterior y, con ello, la oportunidad para 
nuevos procesos de colonización en la región, especialmente por parte de los ingleses 
y alemanes.  Asimismo, como bien lo señala el Informe de Desarrollo Humano del 
PNUD (2005) el nuevo estado republicano centroamericano propuso de manera 
lacónica un “ideal de ciudadano” basado en la igualdad, en las garantías individuales 
y el ejercicio de derechos sin distinción de la pertenencia étnica, cultural y religiosa, 
con el propósito de garantizar la lealtad de los habitantes a la nueva nación.  Así 
lo estableció la Constitución de la República Federal de Centroamérica del 24 de 
noviembre de 1824 al instituir que todos los habitantes de la República, casados 
y mayores de 18 años, eran ciudadanos. Aunque fueron precisamente las Cortes 
de Cádiz las que introdujeron por primera vez (9 de febrero de 1811) la noción de 
igualdad legal al incluir a la población indígena, los “naturales”, junto a los españoles 
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(Ibíd). Por otra parte, en la Constitución de la República Federal de Centroamérica del 
22 de noviembre de 1824 se promovía básicamente la inmigración.

Durante el mandato de Rufino Barrios se promulgó la primera Ley de Inmigración 
mediante el Decreto Número 234 (el 27 de febrero 1879) y que fue conocida como el 
Proyecto de la Sociedad de Inmigración.  Cabe destacar que el contexto internacional 
también cobraba vigencia en el régimen nacional, que para ese momento, se 
caracterizaba por una lucha ideológica que se sostenía contra la jerarquía católica.  
Sin embargo, en el país, luego de aplicarse la política de atracción de inmigrantes, 
el censo de 1893 mostró cambios importantes en comparación al censo anterior2 
en relación a la comunidad de extranjeros en Guatemala que en ese momento se 
componía de: 1,303 estadounidenses, 532 españoles, 453 italianos, 399 alemanes, 
349 ingleses, 272 franceses, entre otros3.  Hacia finales del Siglo XIX Guatemala 
promulga el Decreto Número 520 que intentaba que la inmigración no se saliera del 
control del Estado.  En este sentido, la migración retoma un cariz laboral que instaba a 
una inmigración que aportara al desarrollo de las empresas agrícolas e industriales.

Los prejuicios de raza manifiestos en las leyes de inmigración guatemalteca se 
expresaron a lo largo de su historia en múltiples formas y a través de argumentos 
infundados como: seguridad interior, salubridad pública, conservación ideológica, etc. 
todos éstos acentuaban el carácter xenofóbico hacia  ciertos grupos internacionales. 
En todo caso, la oligarquía logró seguridad en sus posiciones racistas gracias a que 
éstas también prosperaban en otras partes del mundo.

Mosquera señala que a mediados del siglo XX los asuntos políticos involucraban 
aspectos sociales en materia migratoria. No obstante, el gobierno no consideró 
a la migración como una palanca para el desarrollo económico sino que siguió 
expresando los temores y hostilidad al extranjero como la esencia de la actividad 
regulatoria. En ese sentido no existió diferencia entre el régimen dictatorial ni el 
ensayo democrático que impulsó la Revolución de 1944. Por el contrario, para este 
momento, la disposición legal deja claro la existencia de prohibiciones racistas para el 
ingreso al país; aparece igualmente preciso que se impide el ingreso por poseer “ideas 
comunistas o anarquistas”; además, existe una posición profiláctica social extrema. 
En ese momento, también se lanza la necesidad de armonizar con las nuevas leyes 
de la revolución a la Ley de Extranjería por considerársele que contiene un enfoque 
de discriminación racial inaceptable en una democracia. Durante ese período, se 
empieza a delinear una política generosa de asilo y como muestra de descontento 

2	  De 1871 que registró un total de: 191 mexicanos, 164 españoles, 103 franceses, 93 belgas, 71 italianos, 64 alemanes y 
50 ingleses en el país. 
3	  Guía del inmigrante en la República de Guatemala. Guatemala: 1895 página 68. Citado por Gisela Gellert. Ciudad de 
Guatemala: desarrollo de su estructura urbana. En J. Luján Muñoz, comp. Op. Cit. Páginas 305 a 316. Tomo IV. En Mosquera 2002: 
15. 
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y lucha contra los regímenes dictatoriales de Centroamérica. No obstante, con el 
derrocamiento de Arbenz cambió abruptamente el panorama político. En el marco de 
la Guerra Fría, Guatemala se suma a la política anticomunista dictada desde Estados 
Unidos. De manera que, con el Decreto Número 151, se reforma la Ley de Extranjería 
para hacer más claras las prohibiciones de ingreso al país por parte de nacionales 
de un país enemigo en guerra. Asimismo, se trasladan las funciones de regulación 
migratoria y de ingreso al país al Ministerio de Gobernación asignando únicamente 
al Ministerio de Relaciones Exteriores los asuntos relativos al asilo diplomático. Todo 
ello mediante el Decreto Número 1147.

Los gobiernos militares ejercieron el poder durante décadas4.  De allí que estos 
períodos se caracterizan por dictar políticas que promovían el terror; buscaban 
erradicar el comunismo;  favorecían intereses personales; etc.  Un cambio sustancial 
que llama poderosamente la atención en materia de la legislación migratoria, tiene 
que ver con el decretado por el último gobernante militar, Gral. Oscar Humberto 
Mejía Víctores, mediante el Decreto-Ley No. 22-86 que buscaba extender el carácter 
autoritario del régimen militar al proyectar una oficina todopoderosa que no reconocía 
los requerimientos del régimen democrático.  Así, el Reglamento se promulgó por 
Acuerdo Gubernativo 59-86.  En este momento se evidencia un cambio importante 
de cómo concebir la inmigración y a partir de un enfoque de “control” e  l carácter 
represivo de la nueva normativa queda expuesto en el contenido de su articulado.

Con el inicio de la era democrática, a partir del período presidencial de Vinicio 
Cerezo Arévalo, la Ley de Migración  y otras normativas favorecieron, sobre todo, 
el  que los extranjeros pudieran realizar negocios libremente en el país sin que 
hubiese necesidad de adquirir una calidad migratoria por notarios, autoridades 
gubernativas, municipales “o de cualquier otra índole”.  Este mandato se caracterizó 
por crear medidas que facilitaran el ingreso de mercancías y bienes por parte de 
extranjeros al país como un mecanismo legal que evadía impuestos amparados 
en la necesidad de promocionar el país como un lugar apto para el disfrute y el 
descanso.  Dichas medidas fueron aprovechadas por conocidos y familiares de los 
mandatarios que, a expensas de estas regulaciones, crearon y fortalecieron grandes 
empresas importadoras en el país. 

Ese mismo comportamiento fue observado durante el período de Serrano Elías 
que en todo caso, permitió la entrada de nacionales de Corea, China5 y, en menor 
proporción, personas procedentes de países árabes.  De esa cuenta, en la década 

4	  Enrique Peralta Azurdia (1963-1966), Julio César Méndez Montenegro (1966-1970) que a pesar de ser civiles tenían un 
acuerdo con los jefes de las regiones militares que los obligaban a consultar todo programa social o medida política de su gobierno; 
Carlos Arana Osorio (1970-1974), Kjell Laugerud García (1974-1978), Romeo Lucas García (1978-1982), Efraín Ríos Montt (1982-
1983), Oscar Humberto Mejía Víctores (1983-1986).
5	  En Guatemala para 1988 los inmigrantes chinos eran propietarios de tiendas de importación y exportación, restaurantes 
y fábricas de textiles y químicos.
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de los 80 se potencializó el intercambio comercial y en Guatemala se fundaron 
varias empresas fabriles de ensamblaje, confección de ropa y procesos industriales 
terminales conocidas como maquilas. Cuando el “autogolpe” fracasó se eligió al 
entonces Procurador de Derechos Humanos, Ramiro De León Carpio como presidente 
para completar el período presidencial de su antecesor.  Cuando éste asume el poder, 
comenzaron a concretarse una serie de medidas a favor de la promoción financiera, 
mercantil y productiva sin trabas para extranjeros6.  Durante este gobierno se observó 
una “inmigración selectiva” que favorecía a grupos en particular, especialmente del 
sector comercial y financiero del país. Años más tarde -en 1996- asumió la presidencia 
de la República Álvaro Arzú Irigoyen proveniente de una de las familias más poderosas 
del país y del Partido de Avanzada Nacional (PAN).  Durante su mandato se logra la 
Firma de la Paz el 29 de diciembre de 1996. Este gobierno se caracterizó por ejercer el 
poder atendiendo sólo a los criterios que se consensaban al interior del partido oficial, 
por las continuas discrepancias con los medios de comunicación social y, en relación 
al tema migratorio, existió una desatención a los diversos sectores que intervenían 
en dicho proceso. Tal es el caso, que la legislación migratoria que se proyectó en 
ese período fue resultado de un trabajo realizado por un grupo de consultores  
contratados por el gobierno que consideraba que la “nueva inteligencia civil” bastaba 
para acallar cualquier oposición.  Por ello, se puede considerar provisionalmente 
que los nuevos regímenes políticos pueden ser caracterizados como de hegemonía 
burguesa (Mosquera: ibíd.).

Para Guatemala la década de los 80 significó la salida de importantes grupos de 
población, que en el marco del conflicto armado interno, huyeron a otros países 
con el objetivo de salvaguardar la vida.  En términos de su volumen, los influjos 
de migración fueron menores a las salidas de nacionales que se observaron para 
esa época.  El contexto internacional no podía dejarse de lado al referirse a la 
migración.  Las tendencias de ésta  mostraron un crecimiento abrupto y sufrieron 
profundas transformaciones en su orientación y en el perfil de las corrientes. Hasta la 
década de los 60 el continente americano es el espacio de recepción de inmigrantes 
extracontinentales, fundamentalmente europeos. Para Pellegrino (2002) los 
movimientos regionales tuvieron un perfil que se asemejaba a los movimientos de 
migración interna y la migración intrarregional acompañó el proceso de urbanización 
de la población y de concentración de población en las áreas metropolitanas.  En los 
años 80,  los efectos de la crisis económica se extienden por todo el subcontinente a 
lo que se suma, la agudización de los conflictos armados internos en algunos países.  
Esta crisis generalizada cobró sentido en los movimientos de población provocando 
un efecto paralizante en la inmigración europea hacia algunos países de la región 
centroamericana.  Situación contraria ocurría en Estados Unidos, cuya economía 

6	  El Decreto Número 62-95 de Ramiro De León Carpio publicado el 2 de noviembre de 1995 modifica el Código de Comercio 
de Guatemala Decreto Número 2-70 promulgado por Julio César Méndez Montenegro el 9 de abril de 1970.
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estaba en plena expansión y requería “nuevamente” del aporte migratorio para 
abastecer su fuerza de trabajo.

Adicionalmente, hacia principios de la década de los 90 se dieron cambios importantes 
a nivel mundial que incluso moldearon los patrones migratorios.  Por ejemplo, con 
la caída del muro de Berlín, la guerra entre Estados Unidos e Irak (conocida como 
Tormenta del Desierto), la guerra contra Afganistán y otros, aunque fueron hechos 
separados, cobraron importancia en los asuntos migratorios en el continente 
americano.  Los  acontecimientos internacionales tuvieron eco en el tratamiento que 
Guatemala daba a la inmigración, incluso a los grupos en tránsito.  De esa cuenta, 
Guatemala empezó a limitar el ingreso de personas procedentes de países árabes 
mediante la necesidad de las “visas consultadas” que es un proceso que exige de 
una serie de documentos para obtener la autorización de ingreso por razones de 
interés y seguridad nacional.  Hacia finales de esta década ya se había construido 
la relación entre “migración y delincuencia organizada” como el argumento para 
contener la migración indocumentada.  Entonces, al margen de lo contenido en la 
Ley de Migración, Guatemala adoptó una política cerrada frente a la migración de 
“ciertos” países del mundo y que obedecían a los intereses de los países del norte, 
expresamente Estados Unidos.

En 1998 se impulsó la Operación Sellamiento con el propósito inicial de combatir 
el trasiego de drogas pero su énfasis estuvo en acciones contra la delincuencia 
organizada, especialmente dirigida contra los coyotes y traficantes de personas 
menores de edad. Bajo el sellamiento fronterizo, se justificó la militarización de 
dicha región7 y se autorizó el patrullaje por aire, mar y tierra en los 956 kilómetros 
limítrofes del sur de México con Guatemala (Caballeros: 2007,25).

El sesgo político en el abordaje nacional hacia la inmigración fue tan notorio que 
incluso Guatemala aprueba una ley para residentes que privilegiaban el ingreso a un 
grupo de migrantes que podían cumplir las calidades, muchas de carácter económico, 
requeridas en esta nueva normativa.  Es así como, a principios de 1997 se estableció 
la Ley de Residentes, Pensionados y Rentistas a través del Decreto Número 7-97 del 
promulgado por el gobierno de Arzú Irigoyen.  Una lectura inicial de esta Ley deja de 
manifiesto la intención del Estado de dotar de un carácter preferencial a ciertos grupos 
de extranjeros: inversionistas. En los considerandos se reconoce abiertamente que se 
debe estimular actividad que fomente ingreso de divisas y empleo, y debido a que los 
residentes, pensionados y rentistas invierten capitales hay que regular su estancia8. 

7	  Los estados mexicanos: Chiapas, Tabasco y Campeche. Guatemala por su parte, involucró a los departamentos de: San 
Marcos, Huehuetenango, El Quiché y El Petén. 
8	  El Artículo 1 autoriza el ingreso al país de personas bajo la categoría de residentes, pensionados o residentes rentistas. 
Naturalmente lo determinante según el Art. 3 consiste en disfrutar de un ingreso mensual de US$500 para pensionados y US$ 1,000 
para rentistas. Las exoneraciones comienzan en el Art. 6 que libra de pagos migratorios; el Art. 7 del impuesto sobre la renta; el Arto. 
8 del IVA en importaciones así como del menaje de casa; y, el Art. 9 de la importación de vehículos.



256

Estudio comparativo de la legislación y políticas migratorias en Centroamérica, México y República Dominicana INCEDES  /  SIN FRONTERASINCEDES  /  SIN FRONTERAS

La improvisación y falta de coordinación de este gobierno quedó manisfestado pues 
dos años después, sustituye la ley que había sido pensada dentro de un régimen de 
“seguridad nacional” por los militares del régimen de Mejía Víctores. De esa cuenta, 
nuevamente se cierra el siglo XX, de la misma manera que había resultado en el siglo 
XIX, con una serie de leyes migratorias que se corrigen a cada paso y de acuerdo a los 
intereses de cada uno de los que rigen el país.

El fin del conflicto armado interno y la firma de Paz en Guatemala, supuso la generación 
de altas expectativas de cambios en el plano económico, social, cultural y político. Para 
muchos nacionales de la región centroamericana el país se convirtió en un destino 
posible en tanto la imagen de país se transformó a una que promovía el turismo, 
el bienestar económico y la seguridad ciudadana.  A finales de siglo, se observa la 
llegada de grupos importantes de centroamericanos, especialmente de Honduras, 
Nicaragua y El Salvador, la mayoría de éstos con bajos niveles de escolaridad.

Contexto actual de la migración1.1.2.	

En el ámbito nacional, Guatemala no logra superar las causas estructurales que 
dieron origen al enfrentamiento armado, por lo tanto, la migración nuevamente 
constituye la estrategia principal de sobrevivencia para amplios sectores de 
población empobrecida que buscan, de ese modo, mejorar en sus condiciones de 
vida.  El fenómeno  migratorio tiende a ampliarse, incrementarse y diversificarse 
en el contexto de las asimetrías históricas del desarrollo entre países como los que 
forman parte de Centroamérica y Estados Unidos.  Para ese momento, Guatemala 
se reconoce como un lugar de origen, tránsito, destino y retorno de una creciente 
migración hacia Estados Unidos (Palma: 2006, 6).  

Durante el período de gobierno de Alfonso Portillo (2000-2004) Guatemala logra 
avances significativos en términos de la institucionalidad migratoria, en tanto que 
se adhiere a una serie de instrumentos internacionales de derechos humanos, 
especialmente a la Convención de 1990 sobre la Protección de los Derechos de 
todos los Trabajadores Migratorios y sus Familias.  También, durante su mandato 
el país se suma a la política americana de darle un tratamiento a la migración 
desde una perspectiva de la seguridad.  Más adelante se profundiza al respecto 
de estos temas.

En tiempos recientes y de manera escasa, se han realizado estudios sobre la inmigración 
en Guatemala; se conoce poco sobre los distintos grupos que han llegado al país en 
las últimas décadas y,  por ello, las precisiones que se ofrecen son a partir de una 
revisión del último Censo Nacional de Población (2002), así como, de publicaciones 
puntuales.  En el país, un influjo importante es el de los centroamericanos, para ello, 
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se tomará de referencia el diagnóstico realizado por Menamig (Martínez López: 2008) 
sobre la situación de los trabajadores centroamericanos en Guatemala.

Desde la óptica histórica reciente, Martínez muestra la evolución de la participación 
de centroamericanos en el país a través de una revisión de los Censos Nacionales de 
Población9. En el año 1981 la mayor proporción de inmigrantes de la región eran de 
origen salvadoreño con un aproximado de 16,805 personas, sin embargo, este influjo 
disminuyó en los años subsiguientes. Los inmigrantes hondureños a partir de 1973 
mostraron una tendencia a la reducción hasta el año 1994, luego se registra un leve 
crecimiento hacia el año 2002 sin superar los niveles del año inicial. Según la revisión 
acuciosa realizada por el investigador al respecto de este tema, indica que existe una 
tendencia creciente de la participación de la población nicaragüense, que en el año 
2002 rebasó a los inmigrantes de origen hondureño. Por otra parte, la población 
nacida en Costa Rica y Panamá mantiene una participación menor en comparación 
a los otros países. Al respecto debe indicarse que éstos últimos gozan de una mayor 
calificación, con un estatus migratorio regular y ubicándose en el mercado laboral 
técnico y profesional del país receptor. En términos porcentuales, en Guatemala para 
el año 2002, la mitad de inmigrantes centroamericanos (50%) eran salvadoreños; 22% 
del total reportaron ser de origen nicaragüense; la misma proporción correspondía 
a los procedentes de Honduras; en comparación a un 3% de Costa Rica, 2% de Belice 
y 1% de Panamá.

Los inmigrantes centroamericanos residen mayoritariamente en las áreas urbanas y 
zonas fronterizas.  De esa manera, 56% vive en el departamento de Guatemala, mientras 
que, una porción importante se distribuye en departamentos como: Chiquimula, 
Izabal, Escuintla y Jutiapa. Asimismo, es importante destacar que en cuestiones de 
género, prevalece la inmigración femenina en comparación a la masculina10. Llama 
la atención que por lo menos 33.80% de inmigrantes centroamericanos ingresó al 
país siendo personas menores de edad. Es así como, 23.7% de esa población arribó 
cuando tenía menos de 10 años de edad y 10.1% se ubicó en edades de 11 a 14 
años. En este último aspecto, destaca que si bien para este segmento de la población 
la migración no representa una decisión autónoma, constituye un actor importante 
dentro de este proceso de movilidad. Otro hallazgo importante tiene que ver con la 
responsabilidad económica de estos inmigrantes, de tal modo que, de los adultos 
reportados, por lo menos la mitad señaló estar casado (33.7%) o unido (31.4%). Los 
niveles de escolaridad que poseen son relativamente diferenciados entre grupos de 
origen, mostrando desigualdad en los niveles de educación en cada grupo.

9	  Realizado por el Instituto Nacional de Estadística (INE) el 24 de noviembre del año 2002 que señaló que a nivel de la 
república la población total lo constituyeron 11,237,196 habitantes; proyectando para el año 2008 una población total de 13,677,815 
habitantes (INE, 2005. Pág. 30) 
10	  Del total de inmigrantes en Guatemala, las mujeres centroamericanas participaron en 61.06% (un total de 15,348 per-
sonas) y los hombres en 39.94% (con 8,789 personas) Ibíd. 
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De acuerdo a los datos ofrecidos por el experto, del total de extranjeros en el país, 
81% arribó entre 1990 y el año 2002. Del flujo centroamericano, 74.8% llegó en el 
período de 1990 al 2002 lo  cual tiene sentido en relación a las crisis que enfrentaban 
los países de origen y el contexto que vivía el país receptor. Las razones asociadas a la 
migración tienen que ver con la necesidad de buscar empleo y mejores condiciones 
económicas. No obstante, una porción importante de esta población tenía la intención 
inicialmente de llegar a Estados Unidos, al no lograrlo se quedaron en Guatemala 
como una alternativa para la sobrevivencia. Los datos muestran, para el caso de 
aquellos que viven en el departamento de Guatemala, se da una concentración 
laboral en el sector servicios (64.3%), con un incremento en la participación de 27.2% 
respecto a la que se tenía en los países de origen.

Con base en los distintos elementos ofrecidos  la percepción social que existe 
alrededor de los centroamericanos en Guatemala es diferenciada. En este caso, 
los salvadoreños, nicaragüenses y hondureños señalan que se ven expuestos a 
situaciones de abuso y discriminación, especialmente en el plano laboral. A pesar 
que la Constitución Política de la República contempla la igualdad de derechos y 
libertades para todos los seres humanos que habiten o se encuentren en Guatemala, 
en la práctica esto no se garantiza. Además, el Convenio 100 de la Organización 
Internacional del Trabajo –OIT- sobre Igualdad de Remuneración (1953), el Convenio 
111 de la OIT relativo a la Discriminación en materia de Empleo y Ocupación (1958) 
y la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la 
Mujer (1979) que son los tratados internacionales más relevantes que desarrollan 
la cláusula de no discriminación y contienen dentro de la normativa una definición 
de discriminación. De acuerdo al diagnóstico de Menamig, las manifestaciones de 
discriminación están, en su mayoría, relacionados con aspectos laborales (37.9%), 
los promovidos por la población (44.8%) y por agentes de la Policía Nacional Civil 
(17.2%). Entonces, a pesar de contar con un marco normativo vigente de protección 
a las personas inmigrantes, la ausencia de institucionalidad pone de manifiesto 
las deficiencias natas del sistema nacional para asegurar una adecuada atención y 
protección de sus derechos fundamentales.

Por otro lado, la percepción que la sociedad receptora pueda tener acerca de los 
centroamericanos se construye notablemente, a partir de los cambios que enfrenta y 
de la forma en que les afectan los cambios globales a nivel económico, político, social 
y cultural. Por ello, partiendo de los diferentes esfuerzos realizados por los países de 
la región mediante el proceso de integración centroamericana, con el propósito de 
facilitar el libre movimiento de personas, todavía existen barreras para garantizar 
este derecho. Por lo tanto, el marco en el cual se insertan los inmigrantes no debe ser 
perdido de vista para comprender la adaptación en las nuevas sociedades receptoras, 
así como, el grado de vulnerabilidad que los mismos migrantes llevan consigo a partir 
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de su estatus migratorio, el lugar de la estructura social en el que se insertan, el nivel 
de profesionalización, entre otros. 

A inicios de este nuevo siglo, ocurrieron eventos internacionales que tuvieron, 
inevitablemente,  impactos en el tratamiento de la migración en tránsito en el plano 
nacional. Los atentados terroristas ocurridos el 11 de septiembre de 2001, marcaron 
la historia de Estados Unidos. Este suceso brindó los elementos suficientes para 
justificar un aumento casi desmedido en las acciones de control de la migración 
internacional que se dirigía hacia el norte11. Tomando eso en cuenta, Estados Unidos 
impulsó la adopción de medidas de represión dirigido a poblaciones de origen 
extranjero, en general, con un acento importante para aquellos de nacionalidad o 
rasgos árabes, y, en particular, para todos los migrantes que atraviesan frontera de 
manera irregular o no-autorizada.

Algunas de las medidas adoptadas por Guatemala, en respaldo y coincidencia con 
los hechos sucedidos en EEUU, fue la firma de la “Declaración contra el Terrorismo”. 
Para darle sentido a esta Declaración, Guatemala nombra a un Coordinador 
Interinstitucional de Seguridad, aunque en la práctica no existía claridad de cuáles 
serían sus competencias y la identificación de la partida presupuestario de donde 
derivarían los fondos para su funcionamiento. Asimismo, se incrementaron los 
operativos conjuntos entre autoridades de la Dirección General de Migración y 
efectivos de la Policía Nacional Civil para contrarrestar la migración irregular con el 
fin de mejorar los niveles de seguridad se emite un nuevo pasaporte guatemalteco.

Además de lo contemplado en la normativa de la Dirección General de Migración, en 
Guatemala, con la intención de sumarse a un proceso de carácter internacional en 
la lucha contra el terrorismo, las autoridades gubernamentales crearon en octubre 
del 2001 la Coordinación Interinstitucional para la Seguridad Antiterrorismo. Dicha 
instancia está integrada por los ministerios de la Defensa Nacional, Gobernación y 
la Secretaría de Análisis Estratégico. Además de esforzarse por investigar, detectar y 
detener acciones terroristas, ésta comisión también propuso acciones para reforzar 
las políticas de migración, narcoactividad y antiterrorismo en puertos marítimos, 
aéreos y terrestres. De esa cuenta, el tema migratorio pasó a ser un asunto de la 
agenda de seguridad nacional del Estado guatemalteco. 

Habida cuenta de estas acciones por contener la migración irregular con la excusa 
de estar protegiendo las fronteras del tráfico de drogas y del paso de terroristas, es 
preciso retomar lo que se refiere a la migración en tránsito por Guatemala. Como 
ya se expuso con anterioridad, la migración de tránsito es un flujo importante en el 

11	  En junio de 2001 había entrado en vigencia uno de los mayores operativos en la historia mexicana contra la migración 
indocumentada: el Plan Sur. Dicho programa se convirtió en el arma más poderosa para contener el paso de esta población por los 
puntos más reconocidos. 
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país y, por lo tanto, ha tomado relevancia política. Sin embargo, es casi imposible 
contar con estadísticas y datos actualizados de este grupo debido a su carácter de 
irregularidad, los volúmenes que cobra y las diferentes rutas para el tránsito y cruce 
que utiliza.

De acuerdo a Caballeros (2007: 31) Guatemala es un territorio obligado a recorrer, 
tanto para los centroamericanos como para los migrantes provenientes de países 
australes y de otros continentes que tienen el propósito de llegar a Estados Unidos. 
Guatemala protagoniza el paso de migrantes en condición irregular o no-autorizada 
del resto de países de Centroamérica; también de Sudamérica, especialmente 
ecuatorianos, peruanos, colombianos y bolivianos; otros extracontinentales 
como hindúes, palestinos, pakistaníes, coreanos, chinos, etc. Todos éstos llegan 
al país vía terrestre, marítima y aérea, en algunos casos combinan los medios de 
transporte para trasladarse desde su país de origen, atravesar terceros Estados 
hasta su ingreso a Guatemala. 

Guatemala ocupa una posición geográfica privilegiada, al ser prácticamente la 
cabecera del istmo centroamericano: frágil puente entre los hemisferios sur y norte 
de América. Su ubicación le asigna un interés estratégico y la convierte en la última 
de las fronteras del sur y, prácticamente, la puerta de entrada al norte por lo que 
reviste un interés significativo como territorio de tránsito de migrantes (Ibíd).

De acuerdo a los estudios realizados por la MENAMIG, los centroamericanos utilizan 
mayoritariamente medios de transporte terrestre para arribar al país y para moverse 
al interior de éste.  Los migrantes provenientes de Sudamérica prefieren utilizar el 
corredor migratorio marítimo guatemalteco desde sus costas del Pacífico como un 
punto estratégico en la realización del trayecto que implica la entrada y salida por 
el puerto de Ocós y los alrededores de la costa.  Los migrantes extracontinentales 
utilizan una combinación de medios para llegar al país y regularmente el cruce de la 
frontera norte guatemalteca es vía terrestre, destacando la frontera de Tecún Umán 
en San Marcos y la de El Naranjo en El Petén.

La migración indocumentada en tránsito se ha mantenido constante en las últimas 
décadas, con tendencias al crecimiento en temporadas o períodos específicos. 
Simultáneamente, persisten o se incrementan los abusos y violaciones a derechos 
humanos cometidas contra esta población. En los años subsiguientes al 2001 
se implementaron una serie de acciones (programas/operativos/retenes) que 
provocaron, por un lado, el cambio de rutas tradicionalmente utilizadas y, por 
otro, el incremento de las violaciones y abusos. En este tema se profundizará 
más adelante.
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En lo que respecta al tema de solicitantes de asilo, en Guatemala se parte de la 
experiencia propia y que tiene que ver con los desplazamientos ocurridos en el 
marco del conflicto armado. En este caso, el Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Refugiados –ACNUR– acompañó a los grupos de población refugiada 
(centroamericanos, especialmente guatemaltecos) no sólo durante el proceso de 
refugio, sino en los procesos de repatriación, retorno e inserción en los países de 
origen. Según Palma (2005: 23) los procesos de repatriación y retorno de refugiados 
que se dieron en Guatemala constituyen uno de los flujos migratorios de retorno más 
importantes en la historia reciente de Centroamérica.

Para principios del año 2000 en Guatemala ya se presentaban casos de 
peticionarios de asilo procedentes especialmente de Sudáfrica y el país carecía 
de un mecanismo institucional que apoyara a esta población. Por ello, una 
preocupación permanente que externaban los funcionarios de organismos 
internacionales, específicamente el ACNUR, era la referida al riesgo de ignorar la 
movilidad de peticionarios de la condición de refugiados, en medio de un flujo 
que aparentemente era migratorio motivado por razones económicas, como una 
excusa para no garantizar el derecho al refugio.

Con el Acuerdo Gubernativo Número 383-200112 entró en vigencia el Reglamento para 
la Protección y Determinación del Estatuto de Refugiado en el Territorio del Estado 
de Guatemala. Dicha normativa implicó para Guatemala generar los procesos y la 
institucionalidad necesaria para asegurar el respeto al principio de non-refoulement 
y el paraguas que garantizaban el estatus de los solicitantes. En esos años, el ACNUR 
fue clave para acompañar el proceso de ratificación de este Reglamento y facilitó la 
generación inicial de institucionalidad nacional encargada de atender a esta población. 
Asimismo, se integró la Red de Protección y Asistencia de la Población Refugiada y 
Asilada -REPARA- que estaba integrada por organizaciones civiles e instituciones de 
gobierno que tenía como propósito principal establecer y desarrollar los mecanismos 
necesarios para instrumentar al mencionado estatuto.

La REPARA fue un ejemplo de buena práctica en la coordinación entre sociedad 
civil y gobierno que generó sus propios mecanismos de coordinación y su principal 
logro fue asegurar el apoyo permanente interinstitucional a favor de los refugiados, 
el acompañamiento en la ejecución y la verificación de resultados. Es importante 
resaltar, que hasta la fecha corresponde a la Asociación de Apoyo Integral -ASI- 
acompañar todo el proceso de elegibilidad de los solicitantes de asilo con el apoyo 
directo de las oficinas de ACNUR México y la autorización y seguimiento de los casos 
de las autoridades nacionales correspondientes mandatadas para ello.

12	  Disponible electrónicamente en: http://www.acnur.org/biblioteca/pdf/1410.pdf
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De acuerdo al Informe Mundial 2004 del ACNUR para América Central, en Guatemala 
dicha Oficina brindó apoyo técnico y financiero a la Comisión Nacional de Refugiados 
establecida en 2002, y contribuyó a fortalecer su capacidad para recibir, procesar 
y determinar las solicitudes de refugio. El ACNUR ayudó a obtener la residencia 
permanente para 44 personas refugiadas, así como la naturalización de 21 personas, 
gracias a una resolución adoptada en 2003 por la Comisión Nacional de Refugiados, 
que les permite a las personas en esta situación solicitar la residencia permanente 
después de dos años de estancia legal en el país. La agencia implementadora 
socia del ACNUR también negoció acuerdos especiales con instituciones locales 
y entidades del gobierno, mediante los cuales se facilita el acceso de las personas 
refugiadas a los servicios sociales con costos reducidos o tratamiento preferencial. 
Con base en las estadísticas de asilo de ACNUR, hacia finales del 2008 Guatemala 
registraba un total de 130 personas refugiadas y 5 personas solicitantes de refugio 
pendientes de resolución13.

Contexto institucional de la migración en la actualidad1.1.3.	

En Guatemala, la autoridad máxima en materia migratoria, es el  Ministerio de 
Gobernación quien a su vez es responsable de formular las políticas, cumplir y hacer 
cumplir el régimen jurídico en materia migratoria. Tiene a su cargo las funciones de 
administrar el registro, control y documentación de los movimientos migratorios de 
las personas a través de la Dirección General de Migración (Artículo 2). La Dirección 
General de Migración creada en 1953, tiene por misión controlar, verificar y garantizar 
a nacionales y extranjeros, su entrada, permanencia y salida del territorio nacional. 
Entre otras funciones, le compete diseñar e implementar la política migratoria del 
país; garantizar y mantener, con la mayor eficiencia técnica, los registros necesarios 
para un efectivo control del movimiento migratorio de nacionales y extranjeros; 
sugerir al Ministerio de Gobernación la creación de los puestos de control migratorio 
necesarios en el interior del territorio nacional, en los lugares apropiados para la 
entrada y salida del país, de nacionales y extranjeros; y, en caso de ser procedente, 
sugerir la supresión o reubicación de tales puestos; entre otras (Artículo 4).

La institución migratoria e está integrada por un Director General, Director General 
Adjunto, Subdirectores, Gerentes, Jefes y el personal requerido para el desarrollo 
adecuado de sus funciones (Artículo 5). El Director General de Migración y los Jefes 
del Departamento Jurídico y de Auditoría, serán nombrados por el Ministerio de 
Gobernación; el Director General Adjunto, los Subdirectores, Gerentes, y demás 
Jefes de Departamento, así como el personal requerido para el desarrollo de sus 
funciones, serán nombrados por el Director General de Migración (Artículo 6)14. Su 

13	  http://www.acnur.org 
14	  Ver organigrama en: http://www.migracion.gob.gt/es/index.php?option=com_content&task=view&id=168&Itemid=22
5 
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estructura organizativa se plantea en tres niveles: de apoyo técnico, el sustantivo y 
el administrativo y apoyo. Al primero corresponde la dirección de los departamentos 
y oficinas de la entidad; al segundo; las subdirecciones; y la tercera, las gerencias: 
administrativa y financiera y la de informática. 

La Ley de Migración establece la creación del Consejo Nacional de Migración que 
deberá ser integrado por los Ministros de Gobernación y Relaciones Exteriores; el 
Director General de Migración; el Director General del Instituto Guatemalteco de 
Turismo; y, el Procurador General de la Nación. Éstos a su vez, tiene la atribución 
de recomendar al Ministerio de Gobernación la adopción de políticas y medidas 
que optimicen las acciones en materia migratoria. Asimismo, es de su competencia, 
realizar estudios y emitir dictámenes sobre legislación y políticas, al mismo tiempo 
que, hacer las recomendaciones pertinentes. Y, finalmente, sugerir la celebración, 
modificación o denuncia de Convenios o Tratados internacionales en este tema. Este 
órgano de coordinación todavía no se ha institucionalizado  de acuerdo a lo que 
señala la ley, pero de manera recurrente aparece en el discurso como ejemplo de 
esfuerzos de coordinación y promoción de políticas públicas. 

El presupuesto de la Dirección General de Migración (DGM) es asignado en el 
Presupuesto General de Ingresos y Egresos del Estado y los que provengan de las 
siguientes fuentes (Artículo 97) : 1. Multas por infracción a la presente ley y a su 
reglamento; 2. El cobro del valor de los documentos migratorios en Guatemala; 3. 
El cobro del valor de la obtención, prórroga o cambio de las diferentes categorías 
migratorias; 4. Aportaciones de entidades públicas y privadas; 5. El cobro de 
certificaciones que extienda; y, 6. Cualquier otro ingreso que obtenga por cualquier 
título lícito. Los recursos financieros provenientes de las fuentes enumeradas 
anteriormente tienen carácter de privativos a favor de la DGM, por lo tanto, los 
mismos deberán ser destinados exclusivamente para: a. Capacitación de su personal; 
b. Infraestructura y equipo; y, c. Mantenimiento y gastos de operación. Debe indicarse 
que la misma Ley y su Reglamento estipulan que los ingresos y egresos de la Dirección 
General de Migración estarán sujetos a la fiscalización de la Contraloría General de 
Cuentas de la Nación.

Para el caso de los inmigrantes extranjeros, corresponde al Ministerio de 
Relaciones Exteriores, especialmente en lo que respecta a la obtención de 
nacionalidad (Art. 40); lo relacionado con los asilados (Art. 23); la extensión de 
pasaportes oficiales y diplomáticos (Art. 56); la extensión de visas diplomáticas, 
consulares, oficiales y de cortesía (Art. 84); la elegibilidad de los refugiados, 
asilados y apátridas; entre otros. Adicionalmente, este Ministerio interviene en 
varios de los procesos migratorios, especialmente al momento de la detención 
y la deportación. También colabora en la gestión de documentación de viaje y 
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salvoconductos para las personas migrantes albergadas. Estos temas se desarrollan 
con mayor amplitud en los subsiguientes acápites. 

La Policía Nacional Civil (PNC) es el ente encargado de apoyar a la Subdirección de 
Control Migratorio para la realización de operativos de control para establecer la 
legalidad del ingreso, permanencia y salida de extranjeros del territorio guatemalteco 
(Artículo 21 incisos e y h). Asimismo, la PNC deberá brindar la seguridad al centro 
de albergue, en el exterior y el lugar de entrada y acceso al mismo “a fin de evitar 
que los extranjeros albergados los abandonen, sin haber regularizado su situación 
migratoria” Artículo 96.

De igual manera, la Policía Nacional Civil acompaña todo el traslado de los migrantes 
que han sido sujetos de expulsión, según lo estipula el Artículo 97. De tal manera 
que, esta institución de seguridad pública interviene en todos los momentos de la 
migración concernientes a: la verificación del estatus migratorio, la detención y la 
deportación/expulsión. 

En lo que se refiere a los organismos internacionales, destaca la labor de la Organización 
Internacional para las Migraciones (OIM). Uno de sus aportes más importantes 
es el que se refiere al apoyo técnico brindado a la DGM mediante el Sistema de 
Información y Control Migratorio de Guatemala “SICOMGUA- para registrar las 
entradas y salidas del Aeropuerto Internacional, La Aurora y de 18 puestos de control 
fronterizo. Dicha información permite ver la estructura de los movimientos de la 
migración documentada.

Un referente importante en materia migratoria lo constituye la Mesa Nacional para 
las Migraciones en Guatemala, conocida por sus siglas como MENAMIG15. Es una 
instancia que facilita la articulación de esfuerzos de las instituciones, organizaciones 
y personas para la atención del fenómeno migratorio y defensa de los derechos 
humanos de la población migrante y sus familias. La Mesa está integrada por diversas 
instituciones y personas vinculadas al tema migratorio y  ha realizado una serie de 
esfuerzos y estudios puntuales para conocer la situación de la población inmigrante 
en el país. Asimismo, lleva acabo esfuerzos de incidencia política en materia de 
la legislación nacional migratoria y, muy específicamente, en la propuesta de la 
reforma a la actual Ley de Migración. También acompaña procesos de denuncia a 
favor de defender y asegurar la protección de los derechos humanos de la población 
migrante.

De acuerdo al Diagnóstico de Organizaciones que Trabajan Migración y Derechos 
Humanos en Centroamérica y México realizado por Consejería en Proyectos (2008), 
15	  Ver más en: http://menamig.org/
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señala que existen entidades académicas, organizaciones no gubernamentales, 
sociales, religiosas, pastorales y comunitarias que basan su trabajo en la acción 
estratégica, puntual e inmediata, de asistencia y sensibilización y suele estar 
condicionado por el propio entorno, así como por las mismas posibilidades y 
limitaciones de las organizaciones.

Actualmente, la migración es abordada desde un enfoque de seguridad nacional en 
todos los países de la región, en este sentido Guatemala no es la excepción, para lo 
cual implementan una serie de medidas restrictivas con el propósito de contener la 
migración. Por ello, es de vital importancia atender al flujo de migrantes en tránsito, en 
tanto, se enfrentan a situaciones de abuso, discriminación e incluso xenofobia debido 
a su condición de irregularidad migratoria. Por ello, en Guatemala existen instituciones 
académicas, de la iglesia y de la sociedad civil que, a partir de una serie de líneas de 
trabajo y estrategias, atienden a esta población. Sin embargo, como bien lo señala el 
Diagnóstico elaborado por Consejería en Proyectos (2008) la magnitud del fenómeno 
rebasa las capacidades institucionales. Por ello, refiere que el trabajo que desarrollan 
estos actores sociales se basa en las respuestas estratégicas e inmediatas posibles 
dentro del contexto socioeconómico, cultural y político en el que se desenvuelven. De 
ahí la importancia que han ido teniendo los diferentes esfuerzos realizados en el ámbito 
nacional, binacional y regional para la conformación de redes e instancias colectivas. 
Estos procesos de coordinación reconocen la importancia del quehacer específico 
de cada una de las organizaciones, como elemento enriquecedor y que contribuye a 
una acción política unificada y a un conocimiento más comprensivo y actualizado del 
fenómeno. Dicha experiencia institucional aporta a las realidades específicas de las 
cuales dan cuenta las organizaciones desde su propia experiencia y trabajo.

En Guatemala las Casas del Migrante cumplen una función sumamente importante 
para el caso de la población en tránsito. Están ubicadas en dos puntos estratégicos: 
la ciudad capital y en la frontera entre Guatemala y México: Tecún Umán. Estas 
instituciones brindan ayuda humanitaria ofreciendo alojamiento, alimentación y ropa. 
Asimismo, cuentan con programas para la atención psicosocial y psicoterapéutica y de 
orientación16. Llevan un registro de la población que reciben e inclusive cuentan con 
una oficina de derechos humanos que pueda atender denuncias sobre violaciones 
a los mismos. Además de asistir a los migrantes que van de paso por el territorio, 
también brindan albergue a los solicitantes de refugio y algunas personas que han 
sido parte de procesos de deportación. No obstante, una restricción importante 
consiste en el limitado presupuesto del que dispone para atender a esta población.

Las instituciones académicas y de investigación enfocan sus esfuerzos a la producción 
de información y el análisis del fenómeno migratorio. En Guatemala destacan el 
16	  En temas de trata de personas, VIH-Sida, otros. 
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Instituto Centroamericano de Estudios Sociales y Desarrollo –INCEDES–, el Instituto 
de Investigaciones Económicas y Sociales –IDIES– de la Universidad Rafael Landívar, 
el Instituto de Estudios Antropológicos de la Escuela de Historia de la Universidad de 
San Carlos, Guatemala –USAC –, y, la Dirección General de Investigación –DIGI–. Esta 
última institución destaca por el trabajo sostenido que ha realizado por varios años 
para conocer la situación de los inmigrantes indocumentados en el país, especialmente 
de origen centroamericano. En todo caso, los aportes de estas instituciones sirven de 
fundamento para la presentación de propuestas y para el diseño de procesos de 
incidencia política.

Un grupo importante de las instituciones que abordan el tema migratorio, contemplan 
estrategias de formación/capacitación de recursos humanos como una medida para 
incidir en el tratamiento de la migración irregular. Afortunadamente, existe una 
diversidad de acciones en esta línea, de modo que dirigen estos procesos educativos 
a los miembros de las organizaciones de la sociedad civil; a representantes de la 
iglesia católica; estudiantes de colegios y universidades; a funcionarios públicos, 
especialmente agentes de la PNC y delegados de la DGM; a migrantes en situación 
irregular; a víctimas de trata; etc.

En el marco regional, Guatemala es miembro fundador del Sistema de la 
Integración Centroamericana (SICA)17 constituido el 13 de diciembre de 1991 y que 
formalmente comenzó sus funciones en febrero de 1993. El objetivo fundamental 
del SICA consiste en la realización de la integración de Centroamérica en todos 
los ámbitos, tales como económicos, sociales, culturales, políticos y ecológicos 
que permitan visualizar un desarrollo integral para la región. De la misma manera, 
Guatemala forma parte de la Conferencia Regional sobre Migración (CRM) conocida 
también como Proceso Puebla que constituye un foro regional multilateral sobre 
migraciones internacionales conformado por 11 países de la región de América del 
Norte, Centroamérica y República Dominicana. Se reconoce como un espacio de 
diálogo constructivo entre los gobiernos que la integran al respecto del tema de 
la migración como uno de los fenómenos sociales más sensibles y complejos que 
enfrenta la comunidad internacional y particularmente los gobiernos y sociedades 
de la región. La CRM contempla la participación de Miembros Observadores 
y el acompañamiento de algunas Organizaciones Observadoras Regionales 
o Internacionales18. Un interlocutor clave en esta dinámica lo constituyen 
organizaciones de la sociedad civil a través de la participación de la Red Regional 
de Organizaciones Civiles para las Migraciones (RROCM)19.

17	  Conjuntamente con El Salvador, Costa Rica, Honduras, Nicaragua y Panamá mediante la suscripción del Protocolo a la 
Carta de la Organización de Estados Centroamericanos –OECA- o Protocolo de Tegucigalpa. Ver más en: http://www.sica.int/ 
18	  ACNUR, CEPAL/CELADE; OIM; la Secretaría General de la Conferencia Iberoamericana (SEGIB); el SICA; y el UNFPA.
19	  Tomado de: http://www.crmsv.org/
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Análisis del marco normativo vigente que regula la migración de 2.	
tránsito y de destino en el país

En Guatemala, la Constitución Política de la República es la ley suprema que rige 
todo el Estado y sus demás leyes. Este marco general de observancia y cumplimiento, 
en relación al tema de las migraciones, su parte dogmática se reconoce por medio 
de una interpretación integral del texto constitucional como se lee en sus primeros 
artículos. Hace explícito el reconocimiento de derechos y trato igualitario a todos 
los seres humanos incluso a partir de la variable geográfica y en ningún momento 
advierte una distinción a partir del estatus migratorio y/u origen nacional. En el 
artículo 4 establece que: “En Guatemala todos los seres humanos son libres e iguales 
en dignidad y derechos. El hombre y la mujer, cualquiera que sea su estado civil, tienen 
iguales oportunidades y responsabilidades. Ninguna persona puede ser sometida a 
servidumbre ni a otra condición que menoscabe su dignidad...”. Más adelante, el 
texto constitucional garantiza la libertad de circulación por todo el territorio como 
lo define en su artículo 26: Libertad de Locomoción: Toda persona tiene libertad de 
entrar, permanecer, transitar y salir del territorio nacional y cambiar de domicilio o 
residencia, sin más limitaciones que las establecidas por la ley...”

La Constitución de Guatemala brinda un grado superior a los tratados internacionales en 
materia de derechos humanos, tal y como lo señala en su Artículo 46: “Preeminencia del 
Derecho Internacional. Se establece el principio general de que en materia de derechos 
humanos, los tratados y convenciones aceptados y ratificados por Guatemala, tienen 
una preeminencia sobre el derecho interno”. Para el caso guatemalteco este artículo 
reconoce los principios jurídicos internacionales de protección, y un amplio catálogo de 
derechos, libertades y garantías fundamentales para toda persona humana. Además, 
se reconocen derechos individuales y colectivos, libertades públicas o libertades 
democráticas, garantías del debido proceso, derechos civiles, políticos, económicos, 
sociales y culturales. Guatemala se anticipa como Estado Parte a asumir las obligaciones 
e incluso, crear los órganos, mecanismos y procedimientos correspondientes que den 
vida a los contenidos de los instrumentos ratificados.  Más adelante, en su artículo 149 
establece que: “Guatemala normará sus relaciones con otros Estados, de conformidad 
con los principios, reglas y prácticas internacionales con el propósito de contribuir al 
mantenimiento de la paz y la libertad, al respeto y defensa de los derechos humanos, 
al fortalecimiento de los procesos democráticos e instituciones internacionales que 
garanticen el beneficio mutuo y equitativo entre los Estados”.

El 26 de noviembre de 1998 se emite la Ley General de Migración y su Decreto No. 
95-98, la cual se reglamenta a través del Acuerdo Gubernativo 529-99 del entonces 
presidente Álvaro Arzú Irigoyen. Dicha Ley que contiene los preceptos específicos para 
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la población migrante de manera muy general regula todo lo relativo a la admisión, 
permanencia y salida del país (Art. 1), tanto de nacionales como de extranjeros 
(Art. 2). Además, se refiere a los procesos de expulsión, rechazo y deportación de 
extranjeros que serán desarrollados más adelante. Contiene disposiciones existentes 
con respecto a la migración regular y sus distintas categorías: permanentes, 
temporales, entre otros.

La Ley de Migración vigente (1998) tiene como objetivo principal garantizar un eficaz 
ordenamiento migratorio, regulando la entrada y salida de nacionales y extranjeros del 
territorio nacional, así como la permanencia de estos últimos dentro del mismo.  Debe 
señalarse que la actual Ley de Migración y su Reglamento, desde su implementación,20 
ha sido cuestionada por amplios sectores de la sociedad, especialmente de las 
organizaciones de la sociedad civil que abordan el tema migratorio, académicos y 
juristas. En principio, se cuestiona la falta de compromiso del Estado guatemalteco 
de asumir y hacerse responsable con las personas migrantes a partir de lo contenido 
en la Constitución de la República y que carece de un enfoque integral de derechos 
humanos21, por el contrario, contiene un enfoque poco respetuoso de los derechos 
fundamentales de los individuos; y, por si fuera poco, ha sido tachada de contener 
algunas inconstitucionalidades. Existe, por otra parte, una contradicción entre la 
naturaleza puramente administrativa del ámbito de competencia y el accionar de la 
Dirección General de Migración y el hecho que esta Ley de Migración regula materia 
penal que debería estar contenido en el Código respectivo.

En síntesis, esta Ley Migratoria se guía esencialmente por el interés de controlar 
los flujos migratorios y, con ello, profundiza en los múltiples requisitos de ingreso y 
estadía de los extranjeros, control de las actividades de éstos, categorías migratorias 
y expulsión de los migrantes irregulares o en conflicto en las leyes internas. Sin 
embargo, de acuerdo al Grupo Guatemala-México Migración y Desarrollo (2009) es 
necesario el debate en torno a la Ley de Migración en tanto no desarrolla la totalidad 
del texto constitucional en relación con las responsabilidades del Estado ante los 
migrantes internacionales. Tampoco refleja el contenido de la Convención de 1990; 
limita la visión Centroamericanista y no está actualizada con las tendencias de la 
integración regional y las características de los movimientos dentro de la región. 
Finalmente, señala que su cumplimiento reposa en una institucionalidad pública poco 
eficiente y permeada por un conjunto de intereses superiores a la propia normativa 
que favorecen la arbitrariedad y la negligencia parcial en su aplicación.

20	  Prueba de ello es que transcurrido un mes de haber sido aprobadas la Ley y su Reglamento ya se hacían reformas medi-
ante el Acuerdo Gubernativo 732-99 (disponible electrónicamente en: http://www.acnur.org/biblioteca/pdf/1487.pdf)
21	  Un enfoque integral en esta materia implicaría que las Ley partiese del reconocimiento de derechos y libertades funda-
mentales y desarrollase las obligaciones estatales frente a los migrantes en situación regular o irregular. Bajo esta óptica, el control de 
flujos y los procedimientos administrativos migratorios deberían ser consideraciones secundarias de las normas jurídicas (Programa 
Estado de La Región 2008)
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Otra normativa secundaria importante es la Ley de Desarrollo Social22 creada a 
través del Decreto Número 42-2001. El contenido de este precepto legal es de vital 
importancia, en tanto, es el primero que contempla el abordaje y tratamiento de las 
migraciones desde una visión del desarrollo. Puntualmente, en la Sección IV sobre 
Política de Desarrollo Social y Población en Materia Migratoria en los Artículos del 
32 al 36 contiene lo relativo a los distintos flujos migratorios y las dependencias 
gubernamentales encargadas de atenderlos. No obstante, debe indicarse que a la 
fecha esta Ley no se ha cumplido e incluso no se utiliza como referente en las mismas 
instituciones públicas delegadas para atender el tema.

En lo que se refiere a la protección de la población refugiada y asilada en el país, 
interesa aclarar, que de acuerdo al artículo 27 de la Constitución Política se reconoce 
el derecho de asilo y señala que se otorga con base en las prácticas internacionales. 
Igualmente, en la Ley de Migración (artículos 18 y 19) se establece que todo lo 
relacionado con asilados, refugiados y apátridas se regirá por los Convenios, Tratados 
y cualquier arreglo internacional de los cuales Guatemala sea parte. Como se expuso 
en un apartado anterior, existe el Reglamento para la Protección y Determinación del 
Estatuto de Refugiado que retoma algunos principios contenidos en instrumentos 
internacionales específicos (Estatuto de Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967 y 
otros) con el objetivo de regular los criterios y el procedimiento administrativo para 
determinar el estatuto de refugiado en el territorio del Estado de Guatemala.

En su Capítulo III y Artículo 11 el Reglamento define que un refugiado es: a.  toda 
persona que debido a fundados temores de ser perseguida por motivos de raza, 
religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas, 
se encuentre en el país y no pueda, o a causa de dichos temores, no quiera acogerse 
a la protección del país de su nacionalidad; b. Al que careciendo de nacionalidad y 
hallándose, por fundados temores a ser perseguido a consecuencia de motivaciones 
de raza, religión, pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas, 
fuera del país donde tuviera su residencia habitual, no pueda o, a causa de dichos 
temores, no quiera regresar a él; c. Al que ha huido de su país porque su vida, 
seguridad o libertad han sido amenazadas por la violencia generalizada, la agresión 
extranjera, los conflictos internos, la violación masiva de los derechos humanos u 
otras circunstancias que hayan perturbado gravemente el orden público; y, d. Al 
que sufra persecución a través de violencia sexual u otras formas de persecución de 
género basada en violaciones de derechos humanos consagrados en instrumentos 
internacionales.

En términos conceptuales, lo planteado en esta normativa es coincidente con lo que 
contemplan los instrumentos internacionales en esta materia. Circunscrito, en su 
22	  Disponible electrónicamente en: http://www.unicef.org/guatemala/spanish/LeyDesarrolloSocial.pdf
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articulado el ejercicio de derechos y deberes sin detrimento alguno de su origen 
nacional, raza, religión, sexo o pertenencia a algún determinado grupo social (Artículo 
12). Un avance que merece la pena resaltar con relación a los derechos y garantías 
que se otorga a la población refugiada en Guatemala es en torno al reconocimiento 
del principio de reunión familiar. Se considera un aporte valioso en tanto promueve, 
no sólo el respeto a la unión de cada uno de los miembros de la familia, sino también, 
sirve de base para la exigibilidad del principio al interés superior del niño.

Las personas solicitantes de refugio, deberán formular por escrito o verbalmente 
su intención ante las autoridades competentes que son: la Dirección General de 
Migración, los Puestos de Control Migratorio o las Estaciones de la Policía Nacional 
Civil. Por ello, es de suma importancia la implementación de procesos de capacitación 
y formación y de recursos humanos de estas instituciones para garantizar el respeto 
al principio de non-refoulement. 

De acuerdo a este Reglamento, será la Comisión Nacional para Refugiados23 quien 
tendrá entre sus atribuciones la responsabilidad de “a) Formular políticas en materias 
de protección y asistencia a refugiados... b) Decidir sobre correcta aplicación de 
las disposiciones normativas referentes a los refugiados; c) Cumplir los objetivos 
destinados a asegurar la protección de la población refugiada en el país; d) Velar por 
la efectiva capacitación de los funcionarios responsables� e) Determinar la condición 
jurídica de refugiado dentro del territorio guatemalteco; y, f) Las demás que señala 
el reglamento” (Artículo 8). 

Entre el procedimiento de solicitud, gestión de permisos temporales -de su estancia-, 
entrevistas, verificación de la información, remisión del caso a la Comisión encargada, 
emisión de la resolución y recepción de notificación pasa un lapso de tiempo 
que el Reglamento no contempla en términos de la sobrevivencia del solicitante. 
Actualmente, la Asociación de Apoyo Integral (ASI) en coordinación con ACNUR y 
con la colaboración de la Casa del Migrante de la ciudad de Guatemala, facilitan las 
condiciones albergue, alimentación y sustento básico mientras son notificados.

El documento de identificación personal que el Estado de Guatemala otorga a los 
asilados es la Cédula de Identidad de Refugiado extendida por la Dirección General 
de Migración, la cual debe ser renovada anualmente. Actualmente, los bancos del 
sistema nacional reconocen este documento sin ningún problema24, elemento que 
facilita, a aquellos que han sido reconocidos como asilados, la inserción en el país 
receptor. No obstante, cabe destacar que existen otros requisitos que no figuran en 

23	  Integrada por el Viceministro de Gobernación o su representante; el Viceministro de Relaciones Exteriores o su repre-
sentante; el Viceministro de Trabajo y Previsión Social o su representante; el Director General de Migración o su representante; y, un 
representante del ACNUR (con voz pero no voto). 
24	  Producto del esfuerzo realizado por la REPARA ante la banca privada y otras dependencias del Estado. 
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el Reglamento para la obtención del documento de identidad, muchos de los cuales, 
son un impedimento para acelerar el proceso de integración.

Aunque en su artículo 18 define el derecho al trabajo en el país receptor, más adelante, 
contempla el trámite a seguir para la obtención de un permiso de trabajo como lo 
menciona el Artículo 45: Los refugiados para trabajar en el país deberán presentar su 
solicitud por escrito ante el Ministerio de Trabajo y Previsión Social, señalando lugar 
para recibir citaciones y notificaciones; deberá acompañar además original y copia 
de la cédula de identidad de refugiado. La original le será devuelta inmediatamente.

Con base en los planteamientos desarrollados por el Grupo Guatemala-México 
Migración y Desarrollo25 (2009: 5) se señala que a pesar de existir un conjunto de 
normativas constitucionales, internacionales y ordinarias, orientadoras de acciones 
articuladas alrededor de políticas públicas democráticas, respetuosas de los derechos 
humanos y favorecedoras del derecho a no migrar y el derecho a migrar, todavía 
no logra armonizarse mediante sus mismos instrumentos jurídicos e instituciones 
públicas que garantizan las proclamas y derechos constitucionalmente aceptados. 
Precisamente por ello, se encuentra un cuerpo normativo difuso y débil, marcado 
por incoherencias, vacíos o contradicciones, aspectos que limitan el propio imperio 
de la legalidad y legitimidad pública y dan oportunidad al desarrollo de estrategias 
informales de atención a situaciones emergentes y de carácter eminentemente 
asistencial, a diversas coyunturas políticas, sociales y humanitarias relacionadas con 
las migraciones internacionales.

El fenómeno de la migración internacional se ha convertido en una respuesta a una 
serie de situaciones de carácter económico, político, social e incluso natural que 
van modelando los flujos. Históricamente se observa el patrón migratorio Sur-Norte 
traducido a ese movimiento de personas que desde los países en desarrollo se 
trasladan hacia los denominados países industrializados. Las personas en tránsito que 
viajan de manera irregular o no-autorizada se enfrentan a sistemas nacionales cada 
vez más severos y restrictivos de la migración, con acentos xenófobos, así como a un 
enfoque de seguridad nacional y cero tolerancia a la “migración indocumentada”. 
De esa cuenta, los riesgos cada vez son más altos y, al mismo tiempo, los costos se 
elevan dando vigencia a la tesis: a mayor control migratorio, aumentan los riesgos 
y, por lo tanto, más caro -en términos de valor financiero- es el viaje. En ese marco, 
Naciones Unidas, utiliza el término “vulnerabilidad estructural”26 para referirse a la 

25	  El Grupo Guatemala-México Migración y Desarrollo es producto de una iniciativa ciudadana. Está integrado por per-
sonas, mujeres y hombres provenientes de sectores diversos de las sociedades de ambos países (académicos, organizaciones civiles, 
religiosas, comunicadores sociales, artistas y empresarios) e interesadas en la migración como una oportunidad para el desarrollo y 
el bienestar de las poblaciones de ambos países. Para más información consultar: http://mexico-guatemala.colmex.mx/
26	  ONU Informe del grupo de Trabajo Intergubernamental de Expertos sobre los Derechos Humanos de los Migrantes de la 
ONU. Citado por Caballeros 2006: 8.
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deficiente o ninguna protección y garantía de los derechos humanos de las personas 
migrantes, independientemente del catálogo de derechos humanos que incorporan 
artículos para la protección de los y las migrantes.

En Guatemala existe una gama muy amplia de instrumentos internacionales 
que abogan por el reconocimiento y protección de los derechos humanos de 
las personas y, muy puntualmente, de las personas migrantes. Entre los más 
reconocidos se encuentra la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948 
que, definitivamente, marcó el inicio del reconocimiento internacional de valores 
universales en un contexto amplio y global que invitaba a hacer efectivos la igualdad, 
la libertad, la solidaridad y la democracia. Esta Declaración proclama los derechos 
humanos que, como tales, tienen su origen en la dignidad inherente a todas las 
personas, por lo que son universales porque pertenecen a todo ser humano; son 
indivisibles ya que no pueden limitarse, fraccionarse, ni reducirse; son inalienables 
debido a que no pueden perderse; y son interdependientes porque la realización de 
cada derecho es indispensable para el pleno goce de los demás derechos.

En dicha Declaración se hace referencia específicamente al derecho a migrar en el 
artículo 13 indicando que: “Toda persona tiene derecho a circular libremente y a 
elegir su residencia en el territorio de un Estado” y “Toda persona tiene derecho a 
salir de cualquier país, incluso del propio, y a regresar a su país”. Además, en otros 
artículos se refiere a derechos laborales específicos desde los artículos del 20 al 24 
(Caballeros: 2006, 10).

El Pacto de Derechos Civiles y Políticos de 1966, que entró en vigor el 11 de septiembre 
de 1992. Este Pacto contempla en su Artículo 12 que: “1. Toda persona que se halle 
legalmente en el territorio de un Estado tendrá derecho a circular libremente por él 
y a escoger libremente en él su residencia. 2. Toda persona tendrá derecho a salir 
libremente de cualquier país, incluso del propio. 3. Los derechos antes mencionados 
no podrán ser objeto de restricciones salvo cuando éstas se hallen previstas en la 
ley, sean necesarias para proteger la seguridad nacional, el orden público, la salud o 
la moral públicas o los derechos y libertades de terceros, y sean compatibles con los 
demás derechos reconocidos en el presente Pacto. 4. Nadie podrá ser arbitrariamente 
privado del derecho a entrar en su propio país.”

El Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (DESC) de 1966 en vigencia a 
partir del 8 de agosto de 1988 a través del Decreto Número 69-87. Los DESC apelan 
por el reconocimiento y respeto a la diversidad cultural, geográfica, medio ambiente, 
religiosa, etc. Contiene algunas de las provisiones legales más significativas sobre 
derechos económicos, sociales y culturales, incluyendo los derechos relativos a la 
autodeterminación, a trabajar en condiciones justas y favorables, a la seguridad 
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social, a un nivel de vida adecuado, a los más altos niveles alcanzables de salud física 
y mental, a la educación, y al disfrute de los beneficios de la libertad cultural y el 
progreso científico. Por lo tanto, la ratificación del Pacto implica una obligación para los 
Estados parte de tomar las medidas necesarias para asegurar la realización progresiva 
de los derechos económicos, sociales y culturales desarrollando políticas públicas y 
programas- a medio y largo plazo- con todos sus recursos disponibles, incluyendo 
la ayuda internacional y la cooperación. Con el fin de alcanzar, progresivamente, la 
completa realización del Pacto, los Estados parte deben, además, dar pasos concretos 
y con objetivos prefijados dentro de un tiempo, razonablemente corto, desde la 
entrada en vigor del mismo27.

La Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación Racial constituye un instrumento básico que norma la necesidad 
de poner fin a la discriminación racial, que muchas veces se expresa en políticas 
gubernamentales arbitrarias que fomentan la superioridad racial y étnica. 
Guatemala ratifica esta Convención a razón del Decreto Ley Número 105-82. Esta 
Convención ha sido de suma importancia para demandar el respeto a la comunidad 
migrante, así como parámetro de exigibilidad para erradicar todas las posturas 
xenofóbicas contra esta población. Dicha normativa contempla que los Estados 
tiene la responsabilidad de revisar sus políticas nacionales y locales de gobierno, 
así como la modificación y prohibición de leyes y regulaciones que promuevan o 
perpetúen la discriminación racial.

Con el Decreto 52-89, el país se adhiere a la Convención contra la Tortura y otros 
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes que estipula en su Artículo 3, 
que “Ningún Estado Parte procederá a la expulsión, devolución o extradición de 
una persona a otro Estado cuando haya razones fundadas para creer que estaría en 
peligro de ser sometida a tortura” .

Guatemala también forma parte de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares 
suscrita el 24 de abril de 1963, ratificada 10 años más tarde. Este tratado internacional 
regula las relaciones consulares, tanto respecto a las funciones consulares como tal, así 
como de sus funcionarios y como sus oficinas. De igual manera, Guatemala suscribió 
la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas que regula las relaciones, 
privilegios e inmunidades para fomentar las relaciones amistosas entre naciones, 
prescindiendo de sus diferencias de régimen constitucional y social.

En términos generales, Guatemala es Estado Parte de la Convención sobre la 
Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer mediante el 

27	  Esto último con base en la Declaración del Comité sobre “una evaluación de la obligación de adoptar medidas hasta el 
máximo de los recursos de que se disponga bajo el protocolo opcional del Pacto”, adoptada en mayo de 2007.
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Decreto Ley Número 49-82, así como, de su Protocolo Facultativo ratificado en 
el año 2000. El diseño y creación de este instrumento tan valioso surge debido a 
los grados tan profundos de discriminación en contra de las mujeres que viola los 
principios de igualdad y respeto a la dignidad humana, al mismo tiempo que, existían 
manifestaciones de desigualdad en la participación política, social, económica 
y cultural en comparación a los hombres. Dichas situaciones colocan en riesgo el 
desarrollo de capacidades y posibilidades de la mujer dentro del ámbito en el que se 
desenvuelven. 
 
La Convención sobre los Derechos del Niño es el referente más preciso para la 
reivindicación de la situación de la niñez en el país. De manera que, Guatemala 
como Estado Parte tiene la obligación de garantizar y hacer viables los derechos 
contenidos en esta Convención. Al respecto, es importante citar el Art. 2 en su 
primera parte que establece que: “Los Estados Partes respetarán los derechos 
enunciados en la presente Convención y asegurarán su aplicación a cada niño sujeto a 
su jurisdicción, sin distinción alguna, independientemente de la raza, el color, el sexo, 
el idioma, la religión, la opinión política o de otra índole, el origen nacional, étnico 
o social, la posición económica, los impedimentos físicos, el nacimiento o cualquier 
otra condición del niño, de sus padres o de sus representantes legales�“Una de las 
dificultades más notables en los niños y niñas hijos de inmigrantes centroamericanos 
nacidos en el país es, por un lado, la imposibilidad de inscribirlos inmediatamente 
debido a que sus padres carecen de un estatus migratorio regular o autorizado 
y, por lo tanto, no cuentan con los documentos requeridos (cédula de vecindad 
/ pasaporte / otro) para poder hacerlo; por el otro, lo anterior limita su acceso 
a la educación28 en cuanto carecen de documentos de identidad (certificado de 
nacimiento). Para ello el Artículo 7 señala: “1. El niño será inscrito inmediatamente 
después de su nacimiento y tendrá derecho desde que nace a un nombre, a adquirir 
una nacionalidad y, en la medida de lo posible, a conocer a sus padres y a ser 
cuidado por ellos. 2. Los Estados Partes velarán por la aplicación de estos derechos 
de conformidad con su legislación nacional y las obligaciones que hayan contraído 
en virtud de los instrumentos internacionales pertinentes en esta esfera, sobre 
todo cuando el niño resultara de otro modo apátrida”. Enseguida, el Artículo 8 
dice que: “1. Los Estados Partes se comprometen a respetar el derecho del niño 
a preservar su identidad, incluidos la nacionalidad, el nombre y las relaciones 
familiares de conformidad con la ley sin injerencias ilícitas. 2. Cuando un niño sea 
privado ilegalmente de algunos de los elementos de su identidad o de todos ellos, 
los Estados Partes deberán prestar la asistencia y protección apropiadas con miras 
a restablecer rápidamente su identidad”. 

28	  Cabe destacar que Guatemala (1983) es Parte de la convención contra la Discriminación en la Educación de la UNESCO 
con la cual se compromete a tomar medidas legislativas, administrativas y de otra índole para erradicar todo tipo de discriminación 
en la esfera de enseñanza. 
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Guatemala también forma parte de la Convención de Viena sobre Relaciones 
Consulares suscrita el 24 de abril de 1963, ratificada 10 años más tarde. Este tratado 
internacional regula las relaciones consulares, tanto respecto a las funciones consulares 
como tal, así como de sus funcionarios y como sus oficinas. La Convención establece 
la intervención de los funcionarios consulares dirigida a la asistencia y ayuda directa 
de sus nacionales en colaboración con las autoridades locales, así como la posibilidad 
de realizar las gestiones de las autoridades consulares en apoyo a sus nacionales 
frente abusos de autoridad que supongan la violación a los derechos humanos o 
laborales, independientemente de la condición migratoria. En la actual coyuntura, 
las relaciones y gestiones consulares implican un mayor compromiso por parte de los 
gobiernos de la región y de los países de tránsito y destino. En el caso guatemalteco 
aún no se ha incorporado estratégica y transversalmente el tema migratorio en las 
gestiones consulares, por lo que será un punto determinante en la definición de 
la política migratoria integral (Caballeros: 2007, 14). De igual manera, Guatemala 
suscribió la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas que las regula las 
relaciones, privilegios e inmunidades para fomentar las relaciones amistosas entre 
naciones, prescindiendo de sus diferencias de régimen constitucional y social.

Específicamente para los temas de trata de personas y tráfico ilícito de migrantes, 
Guatemala suscribió el Protocolo para Prevenir, reprimir y sancionar la trata de 
personas, especialmente de mujeres y niños que complementa la Convención de 
las Naciones Unidas contra la delincuencia organizada transnacional (Decreto 36-
2003) y el Protocolo contra el Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire 
que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional (Decreto Número 36-2003).

La Convención Internacional para la Protección de los Derechos de Todos los 
trabajadores Migratorios y sus Familiares (1990) es uno de los instrumentos más 
completos en materia de protección de los derechos de esta población. Para 
Guatemala esta Convención entró en vigor a partir del primero de julio del año 
2003. Con la ratificación de dicho instrumento se reafirma la necesidad de regular 
los movimientos laborales sobre la base del respeto a sus derechos humanos. 
En este sentido, establece las normas que sirven de modelo para las leyes y los 
procedimientos judiciales y administrativos de los distintos Estados. Asimismo, parte 
de la consideración que las causas que provocan los movimientos de población están 
asociadas a la necesidad de búsqueda de trabajo y la subsistencia familiar, así como, a 
las asimetrías que existen entre países pobres y los países desarrollados. Igualmente, 
otro de los factores que motivan la emigración tiene que ver con los contextos 
nacionales y su historia: conflictos armados, los procesos de discriminación y la falta 
de oportunidades para el desarrollo.
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La Convención debe aplicarse a todos los trabajadores migratorios y a sus familiares 
sin distinción alguna por motivos de sexo, raza, color, idioma, religión o convicción, 
opinión política o de otra índole, origen nacional, étnico o social, nacionalidad, edad, 
situación económica, patrimonio, estado civil, nacimiento o cualquier otra condición. 
El objetivo principal de la Convención es que todos los trabajadores migratorios puedan 
gozar de sus derechos humanos independientemente de su situación jurídica. Un 
aspecto muy importante es que se debe aplicar durante todo el proceso de migración 
de los trabajadores migratorios y sus familiares que comprende: la preparación para 
la migración, la partida, el tránsito y todo el período de estancia y de ejercicio de 
una actividad remunerada en el Estado de empleo, así como el regreso al estado de 
origen o al Estado de residencia habitual. Según la Convención, se debe entender 
por trabajador migratorio toda persona que vaya a realizar, realice o haya realizado 
una actividad remunerada en un Estado del que no sea nacional. Para ello, promueve 
condiciones satisfactorias, equitativas y dignas para los trabajadores migratorios.

En la tercera parte, reconoce los derechos de los trabajadores migratorios, tanto 
para aquellos que se encuentran en una situación regular como para los trabajadores 
migratorios en situación irregular, lo cual reafirma el principio de que a cualquier 
persona extranjera, en tanto está bajo la jurisdicción de cualquier Estado, éste debe 
garantizarle la protección de sus derechos humanos reconocidos en los instrumentos 
internacionales que hayan sido ratificados. Este principio tiene el mérito de mejorar 
la condición jurídica del extranjero y desarrollar la protección de los trabajadores 
migratorios; reafirma normas que ya encontramos en la Declaración Universal y en 
los Convenios ya mencionados de la Conferencia Internacional del Trabajo. En otras 
palabras, el mérito de este instrumento internacional consiste no sólo en formular 
los derechos de los migrantes, sean civiles, políticos, sociales, culturales o relativos al 
trabajo, sino hacerlo indistintamente de su condición migratoria (OIM: 2007, 14).

En el marco de estas consideraciones, se hace necesario la colaboración entre los 
Estados ratificantes mediante la formulación, ejecución de políticas, intercambio de 
información y cooperación directa para la asistencia apropiada de estos contingentes 
humanos. Contempla la exigencia que los Estados Partes colaboren entre sí para 
impedir, eliminar los movimientos y el empleo ilegal o clandestino de los trabajadores 
migratorios en situación irregular (favorecer la migración legal y adoptar medidas 
contra el ingreso y empleo ilegal). En este rumbo, los Estados Partes deberán tomar 
medidas para garantizar que las condiciones de trabajo y de vida de los trabajadores 
migratorios sea las más idóneas, seguras y sanas así como acordes con los principios de 
dignidad humana. Hasta enero del año 2010 Guatemala todavía no había entregado 
al Secretario General de Naciones Unidas el Informe de Avances sobre las medidas 
legislativas, judiciales, administrativas y de otra índole que el Estado haya adoptado 
para dar efecto a las disposiciones de esta Convención.
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En materia de refugiados, uno de los instrumentos con mayor relevancia jurídica 
lo constituye la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951. Dicha 
convención fue aprobada mediante el Decreto ley número 34-83. El Estado de 
Guatemala presenta una Reserva con la expresión “tratamiento tan favorable como 
sea posible”, mencionado en todos los artículos de la Convención y de su Protocolo, 
que va en detrimento de reconocer los derechos de los nacionales de países 
centroamericanos en el marco del SICA o de otros países. La interpretación que se 
da sobre este aspecto puede colocar en tela de juicio que los países harán todos los 
esfuerzos por brindar y garantizar los mismos derechos a los extranjeros que a los 
nacionales, mientras que, se parte de la afirmación que el estatus de refugiado y su 
origen nacional no condicionan el tratamiento y garantía de derechos. Guatemala 
también forma parte (193) de la Convención sobre Asilo Territorial de la OEA que 
establece el derecho de todo Estado a admitir dentro de su territorio a las personas 
que juzgue conveniente sin que, por el ejercicio de este derecho, ningún otro Estado 
pueda hacer reclamo alguno.

Adicionalmente, desde principios del siglo XX la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT) ha desarrollado una serie de esfuerzos por garantizar y mantener un 
trato justo para los trabajadores migratorios y sus familias. De tal modo que, los 
convenios de la OIT establecen las pautas generales para la creación, desarrollo y 
perfección de leyes nacionales, procedimientos judiciales y administrativos en lo que 
refiere a la migración con fines de empleo. Guatemala ratificó (1952) el Convenio No. 
19 sobre la Igualdad de Trabajo que obliga a conceder a los nacionales de cualquier 
otro Estado miembro que lo haya ratificado y que fueran víctimas de accidentes del 
trabajo ocurridos en el territorio de aquel, o a sus derechohabientes, el mismo trato 
que otorgue a sus propios nacionales en materia de indemnización por accidentes 
de trabajo. Guatemala (1952) también asumió un compromiso al ratificar el 
Convenio No. 97 sobre los Trabajadores Migrantes de 1949 que contiene una serie 
de disposiciones sobre la contratación y condiciones de trabajo de los trabajadores 
migrantes y establece el principio de la igualdad de trato entre nacionales y 
extranjeros. Asimismo, Guatemala es el único país centroamericano que acepta (en 
1963) los preceptos establecidos por el Convenio No. 118 sobre la Igualdad de Trato. 
Con dicho instrumento los Estados partes se obligan a conceder a nacionales de otro 
Estado parte igualdad de trato respecto de sus propios nacionales en lo concerniente 
al derecho a prestaciones en todas las ramas de la seguridad social respecto de las 
cuales haya aceptado las obligaciones del Convenio. Otro instrumento de relevancia 
para este tema lo constituye el Convenio Número 143 sobre los Trabajadores 
Migrantes de 1975. Dicho convenio complementa el anterior y promueve el respeto 
a los migrantes en condición irregular instando a los Estados a adoptar las medidas 
necesarias para suprimir la migración ilegal y penalizar a los traficantes, al mismo 
tiempo que promueve la igualdad de oportunidades y trato de esta población. 
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Existen otros convenios de la OIT que complementan los anteriores, tal es el caso del 
Convenio 10529 relativo a la Abolición del Trabajo Forzoso de 1957; el Convenio 111 
relativo a la Discriminación en materia de Empleo y Ocupación que entró en vigor el 
15 de junio de 1960; el Convenio 138 sobre la Edad Mínima de Admisión al Empleo 
de 1973 que advierte los riesgos del trabajo infantil; y, el Convenio 182 referente 
a las Peores formas de Trabajo Infantil que se suma al anterior con el propósito de 
adoptar medidas inmediatas y eficaces para conseguir la prohibición y eliminación de 
las peores formas de trabajo infantil. 

En el sistema interamericano Guatemala es signataria de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos (Pacto de San José) como un instrumento que reconoce 
los derechos esenciales de la persona humana y sobre los deberes de los Estados y 
derechos protegidos. Interesa anotar que el gobierno de la República de Guatemala, 
ratifica la presente Convención haciendo reserva sobre el Artículo 4, inciso 4º sobre la 
pena de muerte relativa a los delitos políticos pero no conexos a los delitos comunes 
conexos con los políticos. Este instrumento de ratificación fue recibido por la OEA 
el 25 de mayo de 1978. Años más tarde, por Acuerdo Gubernativo Número 281-86 
del 20 de mayo de 1986, el gobierno de Guatemala retiró la Reserva presentada por 
carecer de sustentación constitucional a la luz del nuevo orden jurídico vigente. El 
retiro de la reserva se hizo efectivo a partir del 12 de agosto de 1986 de conformidad 
con el artículo 22 de la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados de 1969 
en aplicación del artículo 75 de la propia Convención Americana sobre Derechos 
Humanos. No fue sino hasta el 9 de marzo de 1987 que Guatemala presenta a la 
Secretaría General de la OEA, el Acuerdo Gubernativo Número 123-87 por el cual 
reconocía la competencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en los 
términos que a continuación se exponen: “Declarar que reconoce como obligatoria de 
pleno derecho y sin convención especial, la competencia de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, sobre todos los casos relativos a la interpretación o aplicación 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos” (Art. 1).

A pesar que Guatemala ha sido signatario y parte de la mayoría de instrumentos 
internacionales en materia de derechos humanos, lamentablemente no ha generado 
las condiciones para llevar a la práctica los preceptos contenidos en éstos. Mientras no 
se armonice el marco jurídico nacional con las normas internacionales se observará 
un vacío importante en términos de la protección y garantía de los derechos 
fundamentales para los seres humanos y para este caso, en materia de migración. El 
peso en la relación seguridad y migración puede colocar en riesgo el cumplimiento 
de los deberes asumidos en estos instrumentos, con el argumento de proteger las 
fronteras y, con esto, la discreción de autorizar el ingreso, la detención, la expulsión de 
las personas migrantes. Por ello, reviste de gran importancia la necesidad de contar 
29	  Disponible en: http://white.oit.org.pe/ipec/documentos/c105.pdf
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con el entramado institucional fortalecido; con el presupuesto necesario; el personal 
capacitado, comprometido y con voluntad política, así como, los mecanismos de 
seguimiento y monitoreo sobre el quehacer de las instituciones competentes.

Para Caballeros (2007: 19) el reto es alcanzar, sobre la base de los acuerdos y 
normativas internacionales ya formalmente establecidos pero de momento carentes 
de garantías, la plena vigencia, cumplimiento y el estricto apego a los compromisos en 
materia de defensa de los Derechos Humanos de los Migrantes. Sólo la plena vigencia 
de instrumentos jurídicos internacionales de protección permitirá que los Estados 
partes, y que las personas en particular, cuenten con una herramienta útil para la 
defensa y el cumplimiento de los derechos humanos en este caso de los y las migrantes. 
Por ello, el experto se refiere a que los migrantes sufren una multiplicidad de abusos, 
tanto en sus países de origen al no ser atendidos sus derechos fundamentales como 
en los económicos, sociales y culturales. En el país de tránsito porque son víctimas de 
criminales y funcionarios que están actuando al margen de la ley y sacan provecho de 
su condición irregular y desconocimiento. Finalmente, en el país de destino porque 
sufren las consecuencias de la discriminación, la xenofobia, el racismo, la explotación 
laboral, la separación familiar provocada por las deportaciones y al trato criminal que 
se les da a los deportados.

Un paso adelante sería que los gobiernos más allá de utilizar un doble discurso al 
respecto de la migración, pudieran orientar sus acciones y prácticas hacia la población 
migrante en coherencia con los acuerdos, tratados y convenios internacionalmente 
adoptados mediante la armonización de sus marcos normativos nacionales. 

Por lo tanto, resulta comprensible la fragmentación, desarticulación y 
descoordinación de la institucionalidad pública relacionada con el abordaje de las 
migraciones internacionales, en tanto la misma descansa en marcos jurídicos con 
las características anteriormente señaladas y con limitados esfuerzos de política 
pública para su desarrollo. La institucionalidad pública responsable del abordaje 
de los temas de las migraciones internacionales, no necesariamente responde a la 
normativa directamente vinculada con la temática. Sus fuentes legislativas responden 
al diseño tradicional del Estado y ha sido la coyuntura política la que ha obligado la 
incorporación de nuevas responsabilidades (Grupo Guatemala-México Migración y 
Desarrollo: 2009, 5).
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Extranjeros no documentados sujetos a funciones de control y verificación 2.1.	
del estatus migratorio, procedimiento migratorio y deportación 

El desarrollo de este apartado se basó en la revisión y análisis de diverso material 
bibliográfico al respecto de los temas de interés; no obstante, dos documentos fueron 
sumamente importantes para este informe. El primero corresponde a los Lineamientos 
Regionales para la Protección de los Derechos Humanos de los y las Migrantes 
en Situaciones de Verificación del Estatus Migratorio, Detención, Deportación y 
Recepción (RROCM: 2005) por ser considerado un documento valioso de referencia 
que basa su contenido en los principales instrumentos internacionales en materia de 
derechos humanos y migración30. El segundo, corresponde al Diagnóstico Actualizado 
sobre los Procedimientos de Intercepción, Detención, Deportación y Recepción de 
Migrantes en Guatemala elaborado por la Mesa Nacional para las Migraciones en 
Guatemala (Bezares Cóbar: 2007). Ambos documentos fueron substanciales para el 
desarrollo de los ejes temáticos que a continuación se plantean.

En Guatemala, lo relativo a la intercepción, detención y deportación / expulsión 
de migrantes en el país está normado de manera muy débil en la Ley de Migración 
y su Reglamento de 1998, ya que no contempla los procedimientos específicos 
que deberán utilizarse para cada uno, lo cual se presta a una práctica discrecional 
especialmente por parte de las autoridades encargadas. Dicha situación conlleva a 
cometer arbitrariedades haciendo propicio y encubriendo acciones de corrupción y 
abuso en contra de los migrantes, especialmente de aquellos que se encuentran en 
situación irregular o no-autorizada. 

Asimismo, es obligatorio contextualizar la migración en tránsito por Guatemala 
en función de la normativa vigente que regula dicho movimiento. Así, en la Ley 
de Migración define como “ilegal” la permanencia de una persona extranjera en 
territorio nacional, cuando se encuentre en una de las siguientes condiciones: haya 
ingresado por un lugar que no esté habilitado para ello; haya ingresado sin someterse 
al control migratorio; no cumpla con las normas relativas al ingreso y permanencia; y 
permanezca en el país vencido el término autorizado para ello (Art. 89).

Verificación del estatus migratorio2.1.1.	

Con el término verificación del estatus migratorio hace referencia al encuentro inicial 
de un migrante con un funcionario responsable de hacer cumplir la ley migratoria o 

30	  Los Lineamientos Regionales pueden ser utilizados como un marco de referencia para aquellos Estados que están en 
procesos de homologación de la normativa nacional con los instrumentos internacionales, sirve como base para realizar un estudio 
comparativo. Además, pueden ser utilizados para el desarrollo de normas para regular estaciones migratorias, acuerdos para la 
deportación y recepción de personas, etc. Igualmente, sirve como una herramienta para medir el nivel de cumplimiento de los progra-
mas migratorios y de las mismas autoridades, a través de mecanismos específicos de evaluación. Ibíd. 
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con cualquier otra autoridad policiaca o de seguridad pública, siempre y cuando la 
legislación local lo permita. Tal encuentro puede ocurrir por azar o a partir de que se 
ha expedido una orden para que el migrante comparezca ante una autoridad. Con 
posterioridad al encuentro inicial, el migrante puede ser dejado en libertad o puede 
iniciarse un procedimiento migratorio, en desarrollo del cual puede ordenarse su 
detención (RROCM: 2005, 29).

Como bien señala Bezar Cóbar (2007, 7) el término verificación del estatus migratorio 
ha sido promovido por organizaciones internacionales para sustituir la terminología 
“intercepción” que utiliza un enfoque distinto al definirse como “algo que comprende 
todas las medidas aplicadas por un Estado, fuera de su territorio nacional, para 
prevenir, interrumpir o detener el movimiento de personas sin la documentación 
requerida para atravesar por fronteras internacionales por tierra, aire o mar, que 
buscan la forma de llegar al país de su presunto”.

La sustitución del término “intercepción” por el uso de “verificación del estatus 
migratorio” implica no sólo un cambio de enfoque, sino el reconocimiento explícito 
que no hay intención de limitar el movimiento de las personas de manera intencionada 
y como una política de Estado. 

Al hacer una revisión del marco legal nacional que contempla lo relativo a la 
verificación del estatus migratorio, se encontró que Ley de Migración en su Capítulo 
II en el Artículo 110 especifica: “La Dirección General de Migración al momento de 
sorprender a un extranjero que ingrese o permanezca en el país sin la autorización 
respectiva, deberá iniciar la investigación correspondiente con el fin de establecer la 
identidad, origen y nacionalidad del mismo”. Para hacer efectiva esta disposición, el 
Estado guatemalteco desarrolla en el Reglamento de la Ley de Migración Acuerdo 
Gubernativo Número 529-99 la realización de operativos de control a cargo de la 
Subdirección de Control Migratorio como bien se señala a continuación.

Artículo 21 en dos incisos: “e) Realizar operativos de control para establecer la legalidad 
del ingreso, permanencia salida de los extranjeros en el territorio guatemalteco; 
pudiendo requerir para el efecto, el apoyo de la Policía Nacional Civil; controlar si, 
los nacionales o extranjeros que ingresan o salen del territorio guatemalteco no 
tienen impedimento legal para ello; h) Aplicar las sanciones correspondientes a 
quienes infrinjan las disposiciones de la ley, este reglamento y demás disposiciones 
en materia migratoria, en materia de ingreso, permanencia y salida del territorio 
nacional, requiriendo cuando sea necesario, el apoyo de la Policía Nacional Civil...” 

En el marco de la verificación de estatus migratorio de migrantes en condición 
irregular o no-autorizada en Guatemala, a la fecha, continúa siendo una función 
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de las instituciones gubernamentales encargadas del control migratorio, que son: 
Dirección General de Migración y la Policía Nacional civil. Sin embargo, en la práctica, 
se han sumado otras instituciones gubernamentales y no gubernamentales en el 
marco de estos operativos, las cuales cumplen distintas funciones. De esta cuenta, 
según lo señala Menamig (Ibíd) las instituciones que actualmente intervienen en este 
proceso, de acuerdo a los diferentes tipos de operativos realizados, que se enumeran 
a continuación y se desarrollan más adelante.

Verificación del estatus migratorio

En la práctica, el proceso de verificación del estatus migratorio varía en procedimientos 
y mecanismos dependiendo, por un lado, de los operativos y acciones que define 
el ente rector en esta materia, en este caso la DGM en coordinación con la Policía 
Nacional Civil, así como, de la misma dinámica que el fenómeno presente. En la 
mayoría de los casos, los entes encargados diseñan el mecanismo de intercepción en 
función de las rutas y medios que los migrantes irregulares o no-autorizados utilizan 
para internarse y desplazarse por el país. 

De acuerdo al marco jurídico nacional en materia migratoria (Ley de Migración), el 
ingreso al territorio guatemalteco solamente puede hacerse a través de los puestos 
migratorios habilitados para tal efecto. Asimismo, establece como condición para 
el ingreso de la persona migrante la necesidad de someterse al control migratorio. 
La Dirección General de Migración puede prohibir el ingreso o suspender la 
permanencia de extranjeros alegando razones de interés nacional o seguridad de 
Estado. Al igual que el ingreso, la salida del territorio guatemalteco solamente puede 
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hacerse por los puntos autorizados. Las personas que deseen salir del país deben 
portar la documentación necesaria y someterse al control migratorio. Las autoridades 
migratorias tienen la obligación de impedir la salida de las personas que no tengan la 
documentación requerida, incluso en casos especiales (artículos 90 al 96). 

Según los planteamientos de la Mesa Nacional para las Migraciones en Guatemala 
(Ibíd), actualmente no existe una política interna de carácter nacional dirigida 
expresamente a la intercepción y contención de la migración indocumentada en el 
país. Probablemente se deba a que la DGM no cuenta con los recursos necesarios para 
desplegarse a todos los puntos de recepción y cruce de población transmigrante. 

Hoy día, mucha de la población migrante en condición irregular o no-autorizada 
procedente de los países del Sur o incluso de otros continentes, utilizan el territorio 
nacional en su tránsito para el “norte”. No obstante, Guatemala no ha abandonado 
el enfoque de seguridad ante la migración indocumentada, por ello, en medio de 
sus dificultades y debilidades institucionales el Estado impulsa una serie de medidas 
orientadas a contrarrestar la migración, especialmente de todos aquellos que se 
dirigen a Estados Unidos. Los operativos y acciones que se impulsan en el marco de 
este tratamiento se apoyan en los preceptos contenidos en su legislación secundaria, 
aún cuando, estos vayan en detrimento del reconocimiento y protección de lo que se 
estipula en el abanico de tratados internacionales de los cuales es Parte.

En ese sentido, la Ley de Migración indica la obligatoriedad de realizar registros al 
transporte aéreo, marítimo y terrestre para verificar el estatus migratorio de los 
pasajeros, para lo cual las empresas de transporte deberán brindar todas las facilidades 
(Artículos 99 al 102). Estas disposiciones sirven de justificación para la colocación de 
retenes en las carreteras del país, especialmente en el corredor migratorio por parte 
de los agentes de la Policía Nacional Civil (Caballeros: 2007).

En los años recientes, Guatemala es escenario de flujos migratorios mayores 
debido a la crisis económica y financiera desatada en Estados Unidos y que impactó 
fuertemente en la región centroamericana especialmente a partir de la disminución 
en los niveles de recepción de remesas31. Se suman a esta situación una serie de 
políticas de carácter anti-inmigratorio en el país de destino, así como, acciones 
puntuales en su frontera con el objetivo de contener la migración. Sin embargo, todo 
esto no logra desalentar la migración, por el contrario, incrementa los riesgos, los 
costos y el tiempo en el trayecto.

31	  Esta crisis afectó directamente los sectores laborales en los cuales se emplean la mayoría de migrantes indocumentados 
que viven en aquel país provocando altos niveles de desempleo y por lo tanto, afectando en sus ingresos y envío de recursos a sus 
países de origen. 
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El hecho ocurrido el 11 de septiembre del 2001 en Estados Unidos es el antecedente 
inmediato de la implementación de operativos que vincularon la migración 
indocumentada con el terrorismo. A la larga, y con las características propias del 
funcionamiento policial y migratorio en la región, se perfiló una agudización de 
las condiciones y mecanismos de movimiento de los centroamericanos, creándose 
una coyuntura en la que salieron más afectados los y las migrantes de tránsito. La 
DGM con el apoyo de la Policía Nacional Civil, siguieron implementando durante los 
subsiguientes años una serie de operativos de control y detenciones de migrantes 
dispersos en la ciudad capital, específicamente en puntos rojos, clubes nocturnos y 
algunas regiones receptoras de migrantes en el interior, la mayoría de estos vinculados 
con la lucha contra la delincuencia común (Ibíd).

En el país la tendencia es a ser más represivos con la población migrante 
indocumentada, de tal manera que, existe un aumento significativo en los operativos 
realizados. Para el año 2005 la Oficina de Control Migratorio de la DGM registró un 
total de 137 operativos a nivel nacional, mientras que, para el año 2006 alcanzó 
un total de 180 operativos. La mayoría de los operativos en los que se procede a 
detenciones, son aquellos que se dan en bares, restaurantes, night clubs y calles de la 
ciudad capital. En menor medida se realizan operativos en algunos departamentos. 
De los operativos realizados se interceptaron y posteriormente detuvieron un total 
de 1,759 personas de diferentes nacionalidades en el período de enero a diciembre 
de 2006. De este grupo, las autoridades migratorias reportaron que 98% fueron 
mujeres y solamente 2% eran hombres. Subraya que los grupos más importantes 
eran nacionales de Nicaragua (498); El Salvador (392); Ecuador (346); Honduras 
(315); y, Perú (102) (Bezares Cóbar: 2007, 14).

En este tema, conviene mencionar que estos operativos de intercepción se realizan 
de manera sistemática a través del Grupo Multisectorial con el objetivo de combatir 
la trata de personas, la venta ilícita de bebidas alcohólicas fermentadas o no 
fermentadas, decomiso de armas, drogas y evasión fiscal. Para lograr su objetivo, 
este grupo está compuesto por las dependencias oficiales encargadas dando muestra 
de una política gubernamental vigente. El grupo multisectorial impulsa operativos 
semanalmente32, especialmente hacia el fin de semana (jueves a sábados), durante 
la noche, en lugares en donde operan centros nocturnos y sobre todo en la ciudad 
capital. De manera muy puntual, pero siempre en menor medida se han realizado 
estos operativos en otros departamentos del país, especialmente en Escuintla, 
Sololá (Panajachel) y El Petén. Estas acciones se realizan a partir de la “presunción” 
que en estos lugares se están llevando a cabo actividades ilícitas. Cada una de las 
instituciones que participan e intervienen en este proceso realiza las actividades que 

32	  Utilizan un alrededor de 20 patrullas de la Policía Nacional Civil y el número de personal movilizado puede alcanzar hasta 
las 100 personas, de las cuales en su gran mayoría son agentes policíacos. 
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le corresponden al momento de ingresar y a los lugares descritos, no obstante, es 
necesario enfatizar que a la fecha no participa la Procuraduría de Derechos Humanos 
(PDH) como un ente verificador durante todo el operativo (Ibíd).

Empero, la esencia del grupo multisectorial no es proteger a todos aquellos que 
estén siendo víctimas de trata, incluso a los grupos más vulnerables como: niños, 
niñas y adolescentes y/o mujeres embarazadas. Por el contrario, se les da un peso 
mayor a las personas de origen extranjero y en condición irregular en comparación 
a las personas de origen guatemalteco33. Las personas menores de edad y adultas 
extranjeras son conducidas al albergue de la DGM debido a que carecen de estatus 
migratorio legal. Dramáticamente, se obvian y se violentan varios derechos. Primero, 
se le niega la atención como potencial víctima de trata; segundo, prevalece su estatus 
migratorio irregular por sobre las razones y condiciones afrontadas; tercero, ante la 
falta de documentación no se identifican a las personas menores de edad; y, cuarto, 
se inicia el proceso de deportación sin derecho a un debido proceso.

Con base en los hallazgos contenidos en el Diagnóstico Actualizado de MENAMIG, 
se reporta que en la mayoría de los casos los delegados de la Dirección General de 
Migración no hacen las correspondientes distinciones por razón la edad. De acuerdo 
a Ley de Protección Integral a la Niñez y Adolescencia34 establece que a partir de la 
falta de mecanismos para corroborar la edad, se debe presumir minoría y prestarle 
protección. Sin embargo, en la práctica los funcionarios de Migración a cargo 
únicamente refieren lo contenido en la Ley de Migración en relación a la migración 
indocumentada para evitar mayores trámites. Al momento de presumirse minoría de 
edad, el proceso jurídico es más complejo en términos del tiempo que toma, ya que 
puede hasta durar 12 horas el trámite ante el juzgado respectivo.

En el citado documento también expone que, durante los operativos, a pesar de 
saber que la tendencia es a encontrar mayoritariamente mujeres, las autoridades 
responsables no cuentan con personal femenino que pueda realizar las revisiones 
correspondientes. A partir de ello, se han encontrado casos de migrantes que han 
sido víctimas de extorsión e incluso de abuso sexual como una condición para su 
libertad “previo al proceso de detención-.

Es usual que la Policía Nacional Civil realice verificación del estatus migratorio en 
lugares públicos de la capital, especialmente en los parques y calles de la zona 1. 
Esta área es utilizada, especialmente por los centroamericanos que están de manera 
irregular en el país o van de paso, como un espacio para contratarse y buscar empleo, 

33                    “Al respecto lo que comúnmente procede es que si se trata de jóvenes guatemaltecas que se encuentran en estos lugares, 
son dejadas allí sin proceder a ningún tipo de rescate…” (Ibíd)
34	  Artículo 137 sobre Presunción de Minoridad: En los casos que por ningún medio pueda comprobarse la edad de una persona, 
presumiblemente menor de dieciocho años, ésta será considerada como tal y quedará sujeta a las disposiciones de la presente Ley.
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o, simplemente para la convivencia social. Por ello, es blanco de las autoridades que 
están al pendiente de interceptar a los migrantes quienes a partir de la supresión 
del CA-4 no pueden demostrar la fecha de ingreso y permanencia en el país. Dicha 
situación se presta a la actuación arbitraria por parte de los agentes policíacos en 
contra de la comunidad centroamericana independientemente de las razones que 
expliquen su ingreso al país: turistas, transmigrantes, etc. 

De esa misma manera, varias de estas intercepciones son dirigidas hacia los 
trabajadores del sexo (hombres y mujeres) de origen centroamericano y que 
carecen de documentación. En la mayoría de los casos, son conducidos a cárceles 
o preventivos bajo acusaciones de delincuencia común (robo, consumo de drogas, 
etc.) sin que exista verificación de estos ilícitos.  Sin embargo, una forma de evitar ser 
detenidos es ceder a las presiones de algunos agentes de la Policía Nacional quienes 
piden dinero o favores sexuales a cambio de dejarlos en libertad.

Durante estos procesos de intercepción, el procedimiento que se sigue es: si ha 
cometido delito es trasladado a un centro de detención; en caso contrario, es puesto 
a disposición de la Dirección General de Migración quien se ocupa de su posterior 
deportación, argumentando la falta de documentos migratorios, así como, la ausencia 
de permiso de trabajo en el país.

Los puestos fronterizos terrestres constituyen otro punto en el que se realiza la 
verificación del estatus migratorio. Sin embargo, llama poderosamente la atención que 
ocurren abusos y violaciones a derechos humanos a partir de la falta de información 
sobre las normativas vigentes y nuevas medidas que toma el mismo gobierno con 
respecto a la documentación migratoria (CA-4 y visas). Por ejemplo, se han dado caso 
en que nacionales de Ecuador son detenidos en la frontera porque carecen de visado 
guatemalteco, mientras que éste ya fue suprimido. Para ilustrar otro caso más cercano, 
puede hacerse referencia al CA-4 y su desuso debido a que Guatemala, El Salvador, 
Honduras y Nicaragua han avanzado en el proceso de integración centroamericana. 
Con ello, los nacionales de estos países pueden ingresar libremente por cualquiera 
de las fronteras habilitadas, sin cumplir con el requisito de registro y la utilización del 
CA-4. Para aquellos migrantes centroamericanos que ingresan al país, especialmente 
con el propósito de dirigirse a Estados Unidos, se les exige el pago de una cuota por 
parte de autoridades de Migración para autorizar su ingreso.

Actualmente, la apertura de fronteras de los cuatro países del CA-4 deja a discreción 
de la persona el cumplir con el requisito de control en las fronteras terrestres “es 
recomendable” pero no así obligatorio. Sin embargo, en la práctica cuando los 
centroamericanos no registran su ingreso, tampoco pueden comprobar la fecha de 
entrada y con ello, las autoridades pueden asumir disposiciones arbitrarias en el 
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momento de la verificación del control migratorio. Las autoridades se amparan en lo 
estipulado en el Artículo 89 de la Ley de Migración que señala que se considera ilegal 
la permanencia del extranjero en el territorio nacional, específicamente en su inciso 
2) “haber ingresado sin someterse al control migratorio”. 

Por otra parte, el proceso de verificación del estatus migratorio de las personas que 
ingresan al país vía aérea es realizado por funcionarios de la Dirección General de 
Migración ubicados en los aeropuertos del país (Aeropuerto Internacional La Aurora/ 
Ciudad de Guatemala y Aeropuerto Internacional Mundo Maya /El Petén). En los 
últimos años, se ha encontrado que en la mayoría de casos las personas interceptadas 
con documentos falsos son de origen ecuatoriano, cubano, colombiano y coreano. 
Posterior a la detección de estos casos, las personas extranjeras son llevadas a una 
sala (oficinas de la DGM) dentro de las mismas instalaciones del aeropuerto para 
iniciar lo antes posible el proceso de deportación en el vuelo más inmediato que le 
lleve al último punto del que está arribando. Más adelante se desarrolla todo lo que 
acontece en relación a estos procesos.

Las intercepciones en aguas marítimas están a cargo de la Guardia Nacional de 
Estados Unidos a partir del año 2001 cuando Guatemala le autoriza ejercer patrullaje 
en las costas marítimas del Pacífico debido al incremento que se observaba de 
migrantes sudamericanos, especialmente de Ecuador, Perú y Bolivia, que utilizaban 
esta ruta. A partir de que Estados Unidos asume este control, se han incrementado 
los procesos de intercepción y detención, por lo que también ha disminuido la 
utilización de este medio para la migración indocumentada. La Base Naval del 
Pacífico de Guatemala es utilizada como lugar de detención y aseguramiento. 
Con las fuerzas americanas en aguas nacionales se viola la soberanía del país e 
incluso se violenta lo establecido en la misma Ley de Migración que indica que 
la única institución para atender lo relativo a la migración es la Dirección General 
de Migración y los únicos lugares para asegurar a los migrantes detenidos son los 
denominados albergues (Caballeros: 2007).
 

Detención y Privación de la libertad2.1.2.	

De acuerdo a los Lineamientos Regionales (RROCM: 2005, 45) la detención se refiere a “la 
privación de la libertad y custodia de las personas por parte de las autoridades estatales. 
La detención sigue al momento de la verificación del estatus migratorio. Se inicia con la 
expedición de una orden de detención por parte de autoridad competente. La detención 
termina cuando la persona es dejada en libertad o es deportada a otro país”.

Sirva también de referencia, en el desarrollo del presente tema, lo establecido en el 
artículo 4. 2 del Optional Protocol to the Convention against Torture (OPCAT): “por 
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privación de libertad se entiende cualquier forma de detención o encarcelamiento o 
de custodia de una persona en una institución pública o privada de la cual no pueda 
salir libremente, por orden de una autoridad judicial o administrativa o de otra 
autoridad pública”.

Haciendo una revisión minuciosa en la Ley de Migración y su Reglamento, el término 
“detención” no aparece específicamente. Por el contrario, la misma asume este 
proceso como “albergar” a la persona mientras la Dirección General de Migración 
realiza la investigación para verificar la situación legal del individuo en el país (Art. 
111). No obstante, aunque el término es distinto, el procedimiento es el mismo: se 
priva de libertad al migrante, está bajo la custodia de las autoridades migratorias o en 
su defecto de los agentes de la PNC en un espacio diseñado para ello. Mientras que, 
en la práctica los funcionarios de la Dirección General de Migración y de Relaciones 
Exteriores reconocen este momento como “aseguramiento” para, de alguna forma, 
matizar el enfoque de represión que significa la detención. Dicho término también 
ha sido utilizado por las mismas organizaciones de la sociedad civil con el ánimo de 
velar por los derechos humanos de la población migrante. Las mismas autoridades 
encargadas del tema señalan que no existe base legal que fundamente la detención 
de los migrantes en situación irregular ya que la base legal de la detención o privación 
de libertad solamente procede en el caso que una persona haya cometido un delito o 
ilícito legal. En este punto se hace referencia a que la ilegalidad del movimiento y cruce 
de fronteras es una falta administrativa que no puede penalizarse, ni criminalizarse 
(Bezares Cóbar: 2007, 25).

Como se puede apreciar, la Ley de Migración estipula la creación o autorización de 
“Centros de Albergue” para la ubicación de la población migrante indocumentada 
al momento de su detención o albergue. Sin embargo, actualmente la DGM 
únicamente tiene habilitado un albergue ubicado en la ciudad capital. Dicho lugar, 
ha sido cuestionado por las mismas organizaciones de la sociedad civil por carecer 
de las condiciones mínimas para albergar a los migrantes en condición irregular 
tal y como lo establece la ley. Para el caso puntual de las personas menores de 
edad interceptadas, especialmente a partir de los operativos realizados en los 
centros nocturnos y otros, éstas eran conducidas a Casa Alianza Guatemala. Dicha 
institución ofrecía espacio para su alojamiento, atención y protección durante 
todo el tiempo que se tomara la identificación y localización de sus familiares. No 
obstante, esta institución cerró sus puertas en el primer trimestre del año 2009 
debido a falta de presupuesto para su funcionamiento. No pudo identificarse 
con precisión, a partir de la información revisada, qué institución o instituciones 
asumieron dicho rol y bajo el cuidado de quien están actualmente los niños, niñas 
y adolescentes migrantes.
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La Ley de Migración es clara cuando señala que: “Al momento de sorprender a un 
extranjero que ingrese o permanezca en el país sin la autorización respectiva, deberá 
iniciar la investigación correspondiente con el fin de establecer la identidad, origen y 
nacionalidad del mismo” (Art. 110). Para lo cual es necesario el funcionamiento de 
los Albergues como el recinto que acoge a la población que incurre en esta falta. Sin 
embargo, no estipula el tiempo máximo que puede permanecer una persona migrante 
detenida, lo cual deriva en la arbitrariedad en la privación de libertad. Por un lado, 
los funcionarios de Migración señalan que se debe por lo menos a tres situaciones: la 
primera, debido a la falta de presupuesto suficiente para cubrir el costo de los boletos 
aéreos de las personas con orden de deportación; la segunda, por la inexistencia 
de misiones consulares e incluso traductores de algunos países en Guatemala 
(especialmente de Sudáfrica); y por último, la falta de documentación y colaboración 
de los mismos migrantes para aclarar su verdadera identidad (Herrera: 9)

Los Centros de Albergue como lo cita la respectiva Ley y su reglamento (Art. 96), son 
espacios administrados directamente por la Dirección General de Migración o bien 
por una institución interesada que aplique para suplir dicha función. En caso, que una 
organización ajena a la Dirección General de Migración sea autorizada para fungir 
como Centro de Albergue, la institución competente (DGM) tiene la responsabilidad 
de monitorear porque ésta cumpla con todas las medidas de seguridad y operaciones 
para atender a esta población. Asimismo, es de competencia del Centro de Albergue 
y la institución que lo administre, llevar un registro del ingreso de extranjeros al 
lugar mediante el aviso inmediato a la Subdirección de Control Migratorio; facilitar 
el ingreso a personal de la DGM para verificar la situación en se encuentran los 
migrantes en el centro; y, facilitar a las autoridades policíacas para brindar las 
medidas de seguridad “y cuidado” en el exterior del lugar y acceso al mismo. Como 
puede apreciarse, más allá de generalidades no ofrece claridad en cada una de las 
condiciones de infraestructura, recursos humanos y mantenimiento de los Centros 
de Albergue, prestándose así a que en la práctica se instalen espacios cerrados, sin 
iluminación, con barrotes y rejas, sin espacios para la recreación, etc. 

En los años recientes, Guatemala ha ensayado distintas modalidades de Centros de 
Albergue. Para el año 2001 la DGM autorizó, a través de contrato a una empresa no 
gubernamental, la administración del albergue que un año más tarde fue clausurado 
debido a las múltiples denuncias de hacinamiento y encarcelamiento35. Sucedido 
esto, Migración empezó a utilizar hoteles pequeños ubicados en la zona 1 de la ciudad 
capital para albergar a los migrantes detenidos. Dado que los grupos de migrantes 
eran bastante numerosos, los sitios de alojamiento eran insuficientes y no ofrecían 

35	  Un hecho marcó la historia de las detenciones de migrantes en el país: el caso de los 25 indios que fueron detenidos en 
Guatemala en el año 2001. Después de 6 meses uno de ellos se suicidó por el grado de desesperación que tenía debido a tanto tiempo 
que llevaba encerrado en condiciones de hacinamiento. La MENAMIG interpuso un recurso de exhibición personal para la liberación 
de este grupo de migrantes. 
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las condiciones básicas para su atención. Sin embargo, el argumento para el cese 
de este tipo de modalidad fue que no se contaba con las medidas de seguridad y 
vigilancia necesarias. A partir de ello, la DGM habilitó el actual albergue36 que depende 
directamente de ésta y comparten cercanía con sus instalaciones principales.

Las instalaciones del Albergue37 carecen todavía de las óptimas condiciones para 
el aseguramiento de la población migrante. Por un lado, el espacio disponible es 
todavía menor al número de migrantes que llegan al lugar38, los espacios no están 
separados adecuadamente entre hombres, mujeres, familias. La infraestructura es 
deficiente y carece de las medidas de seguridad mínima, lo cual hace más vulnerable 
a los migrantes a contraer enfermedades39.  Los ambientes no están iluminados y 
ventilados debidamente; incluso, no existe una separación adecuada de los espacios40.  
El único detalle que obra a favor de este Centro es lo que se refiere a la alimentación41 
ya que se reporta como de buena calidad, no obstante, se carece de un comedor con 
las condiciones necesarias para ingerir la comida.

Por tal motivo, es preciso citar la concepción de lo que debe ser un espacio para 
atender a la población migrante mientras se sigue el proceso de investigación de 
acuerdo a lo propuesto por los Lineamientos Regionales (2005: 42, 59). En este tema, 
señala que: “Las personas migrantes detenidas deberán ser alojadas en lugares 
adecuados y destinados para albergar personas. Estos Centros deberán cumplir con 
normas de seguridad pertinentes para proteger la integridad física y moral y la vida 
de las personas que se encuentren detenidas”. Aparte de estipular las condiciones 
mínimas de temperatura, iluminación, ventilación, limpieza; así como, cuestiones 
de infraestructura y servicios para asegurar una estancia digna como servicios de 
alimentación, de salud, de higiene, de privacidad, de recreación, entre otros. 

Las visitas de los cónsules a sus connacionales durante su aseguramiento en el 
Centro de Albergue se norma a partir del Artículo 36.1 de la Convención de Viena 
sobre Relaciones Consulares: “Comunicación con los nacionales del Estado que envía: 
Con el fin de facilitar el ejercicio de las funciones consulares relacionadas con los 
nacionales del Estado que envía… c) Los funcionarios consulares tendrán derecho 

36	  Situado en la 4ª calle 4-37 de la zona 9.
37	  De acuerdo a la información que la Defensoría de Población Desarraiga y Migrante de la Procuraduría de Derechos 
Humanos proporcionara a la MENAMIG. 
38	  El albergue cuenta con una sala grande que se distribuyó en 7 espacios a manera de dormitorios, en los cuales se han 
distribuido un total de 21 literas (con colchones o esponjas deterioradas y sucias; la ropa de cama es insuficiente y está en malas 
condiciones y sucia) proporcionando una capacidad para un total de 42 personas. 
39	  Usualmente los migrantes presentan cuadros de gastroenteritis y respiratorias para lo cual son atendidos por el servicio 
médico que está a cargo del personal de la dependencia migratoria. En casos de emergencia y/o más severos, se tiene que solicitar 
una orden de juez competente para autorizar su traslado a hospitales públicos del país. 
40	  Por ejemplo, los servicios sanitarios están contiguos a los dormitorios, no se realiza el servicio de limpieza diaria por lo 
que las personas aseguradas se ven expuestas a olores fétidos. Además, las duchas muchas veces están dañadas y no pueden uti-
lizarse. 
41	  Que está a cargo de una empresa privada que se encarga de proporcionar diariamente las 3 comidas al número de 
migrantes que estén asegurados en el lugar. 
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a visitar al nacional del Estado que envía que se halle arrestado, detenido o en 
prisión preventiva, a conversar con él y a organizar su defensa ante los tribunales. 
Asimismo, tendrán derecho a visitar a todo nacional del Estado que envía que, en 
su circunscripción, se halle arrestado, detenido o preso en cumplimiento de una 
sentencia. Sin embargo, los funcionarios consulares se abstendrán de intervenir en 
favor del nacional detenido cuando éste se oponga expresamente a ello…”

No obstante, pese a lo contenido en esa Convención interesa enfatizar la necesidad 
de garantizar estas medidas por parte de las mismas autoridades encargadas 
informando a la persona migrante sobre el derecho a solicitar asistencia consular al 
momento de verificar su estatus migratorio. Cosa diferente sucede con las personas 
solicitantes de asilo a quienes deberá facilitarse el contacto con la Oficina del Alto 
Comisionado para los Refugiados (ACNUR) o la institución encargada de atender a 
esta población. 

En el caso guatemalteco, la detención de la persona migrante, es la primera opción 
utilizada por las autoridades de seguridad (PNC) ante la falta de documentos 
migratorios legales. Esto va en detrimento de la búsqueda de alternativas “posibles” 
y viables que finalmente permitan a la persona regular su estatus en el país 
receptor. Las instituciones nacionales que intervienen en el proceso de detención 
son: Dirección General de Migración; Policía Nacional Civil; y, Base Naval del Puerto 
de San José42.

En cuanto a las detenciones que se realizan con el flujo que llega vía aérea, como se 
explicaba en el apartado anterior, corresponde a las autoridades migratorias en el 
aeropuerto internacional luego de la intercepción, argumentar las razones para su 
detención43 y, casi inmediata, deportación44. Aunque cabe destacar que en la terminal 
La Aurora no se cuenta con un espacio apto para albergar a los migrantes, tampoco 
se les informa sobre su derecho a solicitar asilo45, incluso, se violenta el principio 
del interés superior del niño, cuando en muchas oportunidades son separados de 
sus padres o bien, colocándolos en una situación de riesgo al no contar con una 
infraestructura mínima para atenderlos. No se tiene información sobre el acceso a 
los servicios de salud en caso fuese necesario.

42	  Ubicada en el departamento de Escuintla en la costa sur de Guatemala. 
43	  En julio del año 2009 se reportó el caso de seis cubanos –tres mujeres y tres hombres- que fueron interceptados cuando 
intentaban ingresar a territorio nacional por el Aeropuerto La Aurora con visas falsas. No existe mayor información que dé seguimien-
to a este caso, por lo que se desconoce si los detenidos fueron conducidos al Centro de Albergue de la ciudad de Guatemala o si bien 
fueron devueltos al último país de donde procedían. Un vocero de la DGM indicó que por este caso también fueron detenidos siete 
funcionarios de esa entidad por su presunta complicidad, puesto que los cubanos habían pasado los controles para ingresar al país 
con documentos falsos. Ver más en: http://www.cubaencuentro.com 
44	  En la Ley de Migración no existe la figura del Rechazo, sin embargo, en estos casos la población migrante por diversos 
motivos o faltas al momento de intentar ingresar al país las autoridades migratorias no autorizan su ingreso lo que puede en la prác-
tica, dar origen a este proceso de inadmisión o rechazo.  
45	  Con base en lo manifestado por la MENAMIG en su Diagnóstico de Actualización (2007:34)
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Los datos estadísticos más recientes que se tienen con respecto a las detenciones 
/ aseguramientos corresponden al año 2005 en el período de enero a octubre que 
se registró un total de 3,020 casos. Mientras que para el año 2006 en esos mismos 
meses se reporta un total de 1,478 casos, de los cuales 904 corresponde a mujeres.  
A pesar que de manera reciente la dependencia migratoria cuenta con un sitio web46, 
todavía carece de información y los datos más actualizados corresponde al flujo de 
deportados guatemaltecos procedentes de México y Estados Unidos. Por ello, es muy 
difícil hacer valoraciones alrededor de las cifras de aseguramientos en el país. 

Deportación2.1.3.	

Se refiere a “los procedimientos mediante los cuales una persona extranjera es 
removida o expulsada de un país. Generalmente estos procedimientos incluyen la 
decisión de una autoridad competente con respecto a la nacionalidad del individuo 
y de su derecho a obtener un estatus legal o el estatus de refugiado en el país en 
el que se encuentra. La sección de deportación incluye la expulsión en o cerca de 
la frontera, o en el puerto de entrada, así como la remoción de la persona que se 
encuentra dentro del territorio nacional. Dichos procedimientos pueden incluir la 
imposición de una prohibición a entrar nuevamente” con base en los Lineamientos 
Regionales (RROCM: 2007, 85).

Por su parte, la Ley de Migración, no define específicamente lo que se entenderá 
por deportación. Al revisar esta normativa, aparece por primera vez este término 
en el Título V sobre los documentos de viaje, específicamente en su Sección Cuarta 
en lo que corresponde a la Tarjeta de Visitante o Turista argumentando que en caso 
que la persona migrante mienta sobre los propósitos del viaje puede ser sometido a 
deportación, sin que indique cual sería el procedimiento a seguir (Artículo 66).

En su Capítulo II sobre Las Faltas, señala en varios de sus artículos que las personas 
extranjeras que ingresen al país sin autorización de las autoridades competentes 
y el cumplimiento de los requisitos podrán ser sometidos también a deportación. 
Llama la atención que, también aparece el término expulsión, sin que refiera 
la diferencia. Inclusive, las mismas autoridades migratorias utilizan el término 
deportación indistintamente, así como se refieren a la expulsión, procesos de 
devolución e incluso repatriación. Para esto, la Ley de Migración y su Reglamento 
no contiene una clasificación al respecto que señale sus diferencias. Uno de los 
problemas más graves que presenta esta normativa al respecto de estas medidas 
(multas/deportación/expulsión) es que los motivos y circunstancias por los que 
deben aplicarse no se diferencian con especificidad, por el contrario, se asume a 
partir de la lectura e interpretación que se haga, lo cual provoca en la práctica su 
46	  http://www.migracion.gob.gt 
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aplicación discrecional por parte de las mismas autoridades migratoria. Tal situación 
se presta a arbitrariedades y con ello, algunas ocasiones a actos de corrupción.

El Artículo 112 de la Ley de Migración contempla que “Serán sancionados con la 
deportación a su país de origen, los extranjeros que incurran en las infracciones 
siguientes: a) Ingresar o permanecer en el país evadiendo el control migratorio; b) 
Entrar o permanecer en el país haciendo uso de documentos falsos; c) Reingresar 
al país sin autorización, luego de haber sido expulsado; y, d) Haber sido condenado 
por los tribunales a una pena de prisión mayor de 2 años, luego de cumplida la 
pena, el juez de la causa lo pondrá a disposición de las autoridades de la Dirección 
General de Migración. Cuando le sea otorgado el beneficio de la suspensión 
condicional de la pena, la deportación se hará efectiva inmediatamente de que la 
resolución quede firme”.
 
Al revisar el articulado anterior, se evidencia que la deportación es un proceso 
mandatorio para toda persona migrante que ingrese y permanezca en el país de 
manera irregular o no-autorizada. De tal forma que, la deportación se sobreentiende 
como el proceso de devolución de migrantes en condición irregular a sus países 
de origen.   Aunque la deportación es un acto mandatorio para la autoridad ante 
la existencia de una infracción migratoria, ello no exime de la sustanciación del 
procedimiento establecido en el artículo 113 de la Ley de Migración conforme al 
cual señala “Previo a la deportación de un extranjero por las infracciones establecidas 
en el artículo anterior, la Dirección General de Migración deberá cumplir con el 
siguiente procedimiento: 1) Correr audiencia al interesado por un plazo máximo de 10 
días; 2) Recibir las pruebas propuestas dentro de los 5 días siguientes a su proposición; 
y, 3) Resolver su situación dentro de las 72 horas siguientes a la evacuación de la 
audiencia o a la recepción de la prueba…”  

En lo que corresponde a la expulsión, con base en la Ley de Migración en su 
Artículo 114 estipula que: “Serán sancionados con la expulsión a su país de origen, 
los extranjeros que incurran en las infracciones siguientes: 1) No abandonar el 
territorio nacional dentro del plazo de 60 días, contados a partir de la fecha en que 
concluyó su permanencia legal en el país; 2) Ingresar al país violando la presente ley 
y su reglamento; 3) Violar las leyes internas del país por la comisión de algún delito 
durante su permanencia en el mismo. El juez de la causa lo pondrá a disposición 
de las autoridades de la Dirección General de Migración; 4) Cuando la permanencia 
del extranjero sea contraria a los intereses nacionales debidamente calificados por 
la Dirección General de Migración; y, 5) Los demás casos contemplados en la ley. 
Corresponde a la Subdirección General de Migración ejecutar los procedimientos de 
deportación y expulsión  de acuerdo a lo que establece la ley, el reglamento y las 
órdenes judiciales (según Art. 21 del Reglamento a la Ley de Migración)”.
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Sin embargo, en la práctica estas garantías para el migrante no se respetan, ya que las 
autoridades migratorias aplican inmediatamente la sanción, violentado el derecho al 
debido proceso. De esa cuenta, los migrantes son deportados sin tener la posibilidad 
de intervenir en el procedimiento para probar que su estancia no infringe disposición 
migratoria alguna,  ni tampoco les permite hacer uso del recurso de refutación o 
revocatoria sobre dicha decisión para que sea conocido a un nivel jerárquicamente 
superior –en este caso corresponde al Ministerio de Gobernación- para que resuelvan 
con la finalidad de poder cambiar el curso de las decisiones, de acuerdo a su pertinencia 
(Ibíd). En este punto, es de vital importancia recordar que el derecho a revocatoria se 
aplica en todo el ámbito administrativo del Estado. Desafortunadamente, las mismas 
autoridades desconocen que los migrantes en condición irregular o no autorizada 
también pueden aplicar a este derecho cuando deseen permanecer en el país.

Continuando con la revisión detenida de la legislación migratoria, se aprecia que en 
el Reglamento a la Ley de Migración en su Título X respecto a las disposiciones en 
relación con delitos y faltas en todos sus artículos hace referencia a la deportación. 
En un primer orden aparece la aplicación de multas hacia las personas que reingresen 
al país a través de puntos no autorizados luego de haber sido sujeto de deportación o 
expulsión. Establece que sólo a partir de una orden judicial la Subdirección de Control 
Migratorio podría realizar este procedimiento y en los casos que la persona migrante 
no haya interpuesto los recursos correspondientes. Nuevamente, sin distinción 
conceptual y de procedimiento se aplica la expulsión para aquellos que violen la 
Ley y su Reglamento, sin embargo, a diferencia de lo que estipula en otros artículos 
con respecto a la deportación, ésta puede darse a partir de la orden que expida el 
Subdirector de de Control Migratorio de la DGM.

Las instituciones que intervienen en alguna medida y con diferentes roles en el 
proceso de deportación son: 

La Dirección General de Migración -DGM--	
La Policía Nacional Civil -PNC--	
Los Consulados de los países respectivos a la nacionalidad de los deportados -	
(cuando exista una oficina en el país)
El Ministerio de Relaciones Exteriores –MRREE--	
Las Delegaciones Migratorias en puestos fronterizos con Honduras y El Salvador-	

Para cubrir el costo y pago de boletos para el traslado de la población interviene la 
Organización Internacional para las Migraciones -OIM- y la Embajada de los Estados 
Unidos en Guatemala.
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La información disponible al respecto de los procesos de deportación realizados 
por el gobierno guatemalteco señala diferencias muy puntuales: aquellas que se 
realizan vía terrestre y deportados vía aérea. La Mesa Nacional sobre las Migraciones 
en Guatemala (2007, 55) proporciona los detalles al respecto de ambos casos. Las 
primeras, se realizan para el caso de los centroamericanos al margen de que exista 
un convenio o memorándum de entendimiento que regule todo este proceso. Dichas 
deportaciones suceden a partir de lineamientos muy generales definidos por el 
gobierno de Guatemala y las autoridades migratorias en el marco del CA-4. 

En ese sentido, para los casos de deportaciones de población centroamericana 
no se garantiza el derecho de asistencia consular debido, según las autoridades, 
a la inmediatez en que se da este proceso. Para tal efecto, la entidad migratoria 
encargada dispone de microbuses47 que conducen tanto a hombres como 
mujeres migrantes hacia las delegaciones fronterizas más cercanas de los países 
de origen. Se ha establecido que los días martes de cada semana es cuando se 
realizan estos procesos48. 

Los migrantes salvadoreños son trasladados al puesto fronterizo de Valle Nuevo en 
donde son entregadas a las autoridades migratorias del respectivo país. Para el caso 
de los hondureños y nicaragüenses, son llevados a la frontera de Aguas Calientes. Las 
autoridades migratorias hondureñas además de recibir a sus nacionales, también 
asumen la recepción de los migrantes nicaragüenses ya que no existe ningún 
programa o convenio con el gobierno de Nicaragua que se responsabilice de recibir 
a la población de este país. Con base en listados oficiales de la DGM, que incluye 
el número de personas, los nombres y datos generales, se procede a la entrega de 
los grupos de deportados en cada uno de los puntos fronterizos a las autoridades 
correspondientes. Estas últimas, verifican que los datos coincidan con las personas 
que reciben y de inmediato proceden a la firma y sello de estos documentos que 
comprueban su recepción. No obstante, en ningún momento, se hace referencia sobre 
las condiciones físicas y de salud de cada una de las personas que son trasladadas

En muchos de estos casos, los migrantes ya ubicados en el territorio de su nacionalidad 
y puestos en libertad como corresponde, de inmediato reingresan al país sin que 
para ello exista una limitación legal, más allá de la estipulada por la ley que señala 
que debe registrar su ingreso para propósitos de control migratorio.

Las deportaciones que se realizan por medios aéreos son exclusivas de migrantes 
irregulares que proceden de países ajenos a la región centroamericana. En la 

47	  Cuenta con dos microbuses propios, sin embargo, cuando el número de personas sobre pasa la capacidad de los vehícu-
los disponibles, la DGM procede a la contratación de transporte privado.
48	  Muchos de los migrantes centroamericanos han sido detenidos hacia el fin de semana en los diversos operativos que 
implementan las autoridades, estando albergadas no más de 3 días. 
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mayoría de los casos corresponde a migrantes sudamericanos, especialmente de 
Ecuador, Perú, Bolivia y Colombia; en menor medida, pero significativamente de 
lugares de Sudáfrica. A diferencia del grupo de los centroamericanos, en el proceso 
de deportación intervienen las autoridades consulares del país que le corresponda 
para la verificación de su nacionalidad, datos personales y demás que faciliten el 
otorgamiento de salvoconductos o documento de viaje que asegure su deportación. 
Con la finalidad de acelerar todo este proceso, las autoridades migratorias 
guatemaltecas al momento de la detención contactan al Consulado respectivo para 
iniciar la gestión correspondiente. Dicho sea de paso, que en estos casos, la atención 
consular no garantiza como un derecho y mediante la autorización del migrante, sino 
por el contrario, es a iniciativa del Estado receptor y a partir del interés de agilizar el 
proceso de deportación. Entonces, el período de detención en estos casos depende 
del tiempo que el cónsul se tome para la expedición de documentos, así como, cubrir 
los gastos de transporte aéreo que aseguran el proceso de deportación.

Para el caso de los migrantes irregulares extracontinentales el proceso de deportación 
toma más tiempo, ya que, en algunos casos no existe representación consular o 
diplomática en Guatemala. Se complejiza todo lo relativo a la comprobación de datos 
y nacionalidad, así como, la obtención de los documentos oficiales para la realización 
de la devolución. En este sentido, un mecanismo utilizado para estos casos, consiste 
en la inmediata coordinación con Cancillería guatemalteca para que pueda establecer 
comunicación, a través de los canales diplomáticos y el representante consular en el 
país de origen de los migrantes detenidos, con el fin de documentarlos y proceder 
a su deportación lo antes posible. Pese a que las autoridades migratorias aplican 
estos procedimientos periódicamente, todavía no existe una práctica que facilite la 
aplicación de este procedimiento provocando una dilatoria cada vez que se enfrentan 
a situaciones de este tipo. Otro elemento que obra a favor de esta tardanza tiene 
que ver con la falta de presupuesto para cubrir el pago de boletos aéreos para los 
nacionales extracontinentales.

A pesar de la existencia de instrumentos internacionales en materia de protección 
a trabajadores migratorios y sus familiares y de organismos internacionales 
intergubernamentales con mandatos para velar por el respeto de su dignidad, las 
violaciones graves a sus derechos humanos persisten. El maltrato es habitual en 
diferentes países, las condiciones del traslado ponen en grave riesgo la vida de las 
personas, las deportaciones o expulsiones se dan afectando su dignidad. Las actitudes 
de discriminación, racismo y xenofobia afectan considerablemente el ejercicio de 
los derechos humanos reconocidos en los instrumentos internacionales que hemos 
mencionado (OIM: 2007).
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Extranjeros irregulares en el acceso a derechos2.2.	

Derecho a la protección internacional para personas en 2.2.1.	
situaciones vulnerables

El Estado de Guatemala contempla un trato especial para los grupos más vulnerables 
dentro de la población migrante, especialmente aquellos que han sido víctimas 
de abusos. Por ejemplo, para el caso de niños, niñas y adolescentes migrantes en 
condición irregular o no-autorizada que han sido identificados como víctimas de 
trata, especialmente para el comercio sexual, se incluyen en la categoría de personas 
con necesidad de protección y abrigo. Dicho tratamiento especial, es temporal, ya 
que se está a la espera de la orden de Juez competente que manda la ubicación de 
sus familiares para su inmediata deportación. 

Cuando operaba Casa Alianza contaba con un Programa denominado “Abrigo y 
Protección” que atendía a niños, niñas y adolescentes migrantes víctimas de trata. 
Para el trámite de deportación, se trasladaba la solicitud al Juez del Tribunal de la 
Niñez y Adolescencia quien ordenaba la localización de sus familiares y emitía la 
resolución para dicho procedimiento. Asimismo, Casa Alianza también apoyaba en el 
proceso de reinserción social y regulación migratoria49 a aquellas personas menores 
de edad que así lo solicitaban.

Como se explicaba en apartados anteriores, el derecho a la protección no siempre se 
garantiza, ya que ante todo le precede su condición de ingreso y permanencia irregular 
en el país. Por lo que todavía es muy débil y poco institucionalizada la atención que el 
Estado ofrece a este segmento de la comunidad migrante. Muestra de ello, es que en 
Guatemala no existe un centro habilitado para la atención a personas víctimas de trata.

Sin embargo, existe un avance muy positivo en términos de la normativa interna para 
la penalización del delito de trata de personas. Mediante el Decreto Número 9-200950 
Guatemala apunta a prevenir, reprimir, sancionar y erradicar la violencia sexual, la 
explotación y la trata de personas. Contempla cambios en el Código Penal, así como 
la creación de nuevos delitos y el reconocimiento de derechos especiales. En este 
Decreto ya se norma la responsabilidad del Estado de brindar protección integral 
a la víctima y garantizar el acceso a medidas administrativas o judiciales que eviten 
la continuidad de la amenaza, restricción o violación de sus derechos, así como la 
restitución y reparación de los mismos. 

49	  Sin embargo, este procedimiento no es tan fácil ya que de acuerdo a la legislación interna, corresponde al migrante 
abandonar el país, tramitar su pasaporte (en el país de origen), ingresar legalmente al país, así como, cumplir una serie de requisitos, 
entre éstos el pago de tres mil quetzales para obtener la residencia. 
50	  http://www.acnur.org/biblioteca/pdf/7047.pdf 
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Aunque contempla el proceso de “repatriación”, también señala que el Estado debe 
garantizar el derecho de asilo o residencia. Dado el caso que la víctima no esté 
expuesta a peligro en su país de origen, se debe dar inicio inmediato el proceso de 
repatriación.  En todo momento se vela por el bienestar físico, psicológico y emocional 
de la víctima, tanto en el país de detección como en su lugar de origen a partir de 
procesos de coordinación interinstitucional (Artículos 16 al 18).

Otro marco normativo que regula la protección de personas menores de edad víctimas 
de trata es el Memorándum de Entendimiento entre Guatemala y El Salvador para 
la Protección de las Víctimas de la Trata de Personas y del Tráfico Ilícito de Migrantes 
firmado el 18 de agosto de 2005. En dicho acuerdo binacional privilegia la atención 
de víctimas mujeres y menores de edad. Asimismo, establece las líneas generales 
de acción y coordinación para la cooperación conjunta con el ánimo de atender 
a este grupo de la población migrante y garantizarle sus derechos humanos. Las 
instituciones guatemaltecas encargadas son: el Ministerio de Relaciones Exteriores; 
el Ministerio de Gobernación; la Procuraduría General de la Nación; la Dirección 
General de Migración; y, la Secretaría de Bienestar Social de la Presidencia.

Es importante reconocer este tipo de esfuerzos binacionales en tanto, favorecen el 
tratamiento de manera integral a las personas víctimas de trata y de tráfico ilícito de 
migrantes, mediante la generación de las condiciones y mecanismos de protección 
y atención integral. Por ello, es recomendable realizar un proceso de monitoreo y 
seguimiento a los compromisos asumidos en dicho instrumento, de manera tal que 
puedan optimizarse sus consideraciones.

Los solicitantes de la condición de refugiados y asilados son otro grupo que 
requieren de una atención especial. En Guatemala, a partir del marco jurídico 
nacional e internacional vigente se garantiza el derecho al refugio de los migrantes 
que así lo soliciten. Independientemente del estatus migratorio de la persona, 
las autoridades de Migración al momento de recibir una solicitud expresa -en la 
mayoría de los casos de manera verbal y en los puntos fronterizos- se comunican 
con la institución encargada para darle trámite. Como ya se refirió anteriormente, 
para el caso de Guatemala, corresponde a la Asociación de Apoyo Integral “ASI- 
darle seguimiento y gestión al trámite ante las autoridades competentes para su 
consideración. Mientras esto sucede, ASI coordina con las Casas del Migrante (en 
la capital y en la frontera de Tecún Umán, San Marcos) para que puedan brindar 
alojamiento y alimentación51 a los solicitantes. Resulta importante señalar, que 
dado que las Casas del Migrante constituyen albergues que atienden a la población 

51	  Las Casas del Migrante únicamente ofrecen un espacio para dormir, el desayuno y la cena en tanto el reglamento interno 
de funcionamiento así lo define. Estas disposiciones también se basan a partir del presupuesto tan limitado del que disponen. Los 
horarios de atención también están preestablecidos, de esa cuenta, después de servido el desayuno los migrantes y solicitantes de 
refugio deben retirarse del albergue y no pueden regresar sino hasta después de las 16:30 Hrs. 
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migrante en su tránsito por el territorio, al momento de realizar la entrevista 
correspondiente pueden detectar posibles casos, los cuales remiten de inmediato 
para su consideración y acercamiento directo: ASI. 

Los pasos a seguir luego que la institución encargada es notificada sobre posibles 
solicitantes de refugio son específicos. En un primer momento se realiza una 
entrevista52 para estimar la conveniencia de su solicitud; enseguida, se elabora una 
carta para referirlos a la Dirección General de Migración para su atención; luego, 
las autoridades inician el proceso de consideración de la solicitud; de allí, a esperar 
que inicie el proceso de elegibilidad a cargo de las autoridades correspondientes; y, 
finalmente se dicta una resolución.

En caso que la resolución sea favorable, ASI brinda una asistencia económica inicial al 
refugiado, la cual le permita establecerse en el país53. Sin embargo, este apoyo todavía 
es insuficiente, en tanto, algunas de estas personas deben vencer barreras enormes 
para la obtención de un empleo ya que por un lado, algunos tienen serias dificultades 
idiomáticas y/o no cuentan con referencias personales y contactos que faciliten su 
ingreso al mercado laboral54. La historia del refugio en Guatemala todavía es muy 
reciente, por ello, todavía no existen redes de apoyo consolidadas que faciliten la 
integración de esta población a la sociedad. Resulta necesario reconocer que estas 
personas cuenten con su Cédula de Identidad de Refugiado y puedan gestionar 
gratuitamente el Permiso de Trabajo ante el ministerio correspondiente. Este Permiso 
de Trabajo tiene vigencia por un año, renovable y los requisitos son sencillos como: 
presentar una solicitud por escribo y adjuntar el original y copia de su documento de 
identidad. En la mayoría de los casos, pasados los dos años que estipula la Ley, los 
refugiados inician el trámite de solicitud de residencia con el propósito de facilitar su 
vida cotidiana y el ejercicio de su ciudadanía en el país que los acoge. 

Derecho a la identidad o personalidad jurídica2.2.2.	

Una de las dificultades más importantes para los migrantes en situación irregular 
o no-autorizada que permanecen en el país corresponde al registro de sus hijos al 
momento de su nacimiento. Para ello, los migrantes deben presentar un documento 
de identidad vigente: cédula de vecindad, pasaporte con permiso de legal estancia, 

52	  En algunas oportunidades ASI puede estar presente durante la entrevista que realiza la DGM a través de su Oficina de 
Relaciones Internacionales y Migratorias; sin embargo, esto depende de la disposición de las mismas autoridades, ya que esto no está 
contenido en el Reglamento. 
53	  Otorgando una suma específica para la compra de vestuario, suministros alimenticios y el pago de 3 meses de renta 
/ alquiler de vivienda. En casos excepcionales los recursos pueden extenderse a un máximo de 6 meses. Desafortunadamente, los 
recursos económicos asignados por ACNUR son muy limitados o a veces inexistentes, lo cual impide establecer un plan de asistencia 
que garantice a los refugiados contar con un apoyo más sostenido. 
54	  Cuando se solicita, ASI proporciona referencias sobre la persona refugiada e incluso proporciona un documento que 
acredita al portador su estatus de refugiado, incluyendo la fecha de ingreso, su reconocimiento por el gobierno de Guatemala y sus 
demás disposiciones. 
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partida de nacimiento, otro. Una posible solución, es contar con pasaporte vigente, 
el cual en todo caso, pueden gestionar ante los Consulados respectivos acreditados 
en Guatemala. Sin embargo, puede que muchas veces desconozcan del trámite 
que se sigue, o simplemente el tiempo y el costo son tan elevados que no siempre 
pueden obtenerlo.

La Constitución de la República contempla la nacionalidad de centroamericanos 
(Artículo 145) que señala que también se consideran guatemaltecos de origen los 
nacionales por nacimiento, de las repúblicas que constituyeron la Federación de 
Centroamérica, en caso de que adquirieran domicilio en Guatemala y optaron a dicho 
estatus. Guatemala reconoce la doble nacionalidad. Aquellos que se naturalizaran 
también poseen los mismos derechos que los de origen.

En lo que se refiere a la nacionalidad, la Ley de Nacionalidad y sus Reformas está 
vigente desde octubre de 1966 a partir del Decreto Número 161355 del Congreso de la 
República56.  En esta Ley se estipula que serán considerados guatemaltecos los nacionales 
por nacimiento de las demás repúblicas de Centroamérica (Artículos 61 y 62).

Acceso a la legal estancia2.2.3.	

En Guatemala todavía no se ha impulsado un programa de regularización dirigida a la 
población migrante que permanece en el país de manera irregular o no-autorizada. 
Por el contrario, la Ley de Migración y su Reglamento únicamente estipula lo que se 
refiere a los extranjeros que ingresan al país por cualquiera de los lugares autorizados 
puede gestionar permanecer más tiempo en el país y de allí, aplicar a la obtención de 
residencia (previo a cumplir con los requisitos de ley). Para acceder a esta categoría 
migratoria es necesario ser inversionista o profesional calificado, que además cuente 
con un nivel socio-económico alto y una red social en el país económicamente 
asegurada, para llenar los requisitos solicitados, con lo que se violan los derechos 
de cualquier persona a optar a la regularización migratoria en el país de tránsito o 
destino (ver artículos 14, 15 y 21).

De acuerdo a Caballeros (2007: 66) el país a pesar de ser reconocido como país de destino, 
especialmente de población centroamericana, todavía no armoniza su normativa para 
facilitar procesos de obtención de residencia o regularización del estatus migratorio. 
Este vacío acentúa los procesos de discriminación hacia esta población debido a su 
irregularidad migratoria por parte de la misma sociedad receptora. Además, en algunos 
casos los migrantes irregulares son víctimas de abusos, especialmente de carácter laboral 
en términos de trato, horarios, ingresos, puestos que desempeñan, entre otros. 

55	  Incluye reformas a la Ley de Nacionalidad mediante Decreto N° 86-96 del Congreso de la República de Guatemala, 
dictado el 9 de octubre de 1996 y refrendado el 21 de octubre de 1996.
56	  http://www.acnur.org/biblioteca/pdf/0135.pdf 
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La ley al no estar armonizada con la normativa internacional provoca fácilmente de 
hecho, por omisión y acción, una serie de incoherencias que finalmente afectan la 
dignidad y derechos de las personas migrantes sometidas a dicha normativa. 

Derecho de acceso a la impartición de justicia2.2.4.	

En Guatemala, persisten serias limitaciones para el funcionamiento de los sistemas 
de justicia y la garantía de seguridad jurídica. Las barreras para el acceso ciudadano 
a la justicia se agravan con la falta de transparencia y rendición de cuentas del poder 
judicial. El sistema de justicia cuenta con un presupuesto muy precario, además se 
que se han detectado una serie de insuficiencias en la infraestructura institucional 
que pueden debilitar las condiciones objetivas para garantizar el acceso a la justicia, 
los más relevantes en este sentido son que: existen pocos operadores judiciales y 
hay una distribución desigual de los servicios judiciales en el territorio. Dadas estas 
condiciones, es todavía más lejana la garantía al acceso a la justicia para los migrantes 
sobre todo porque influye su estatus migratorio para el sistema.

Acorde a los informes semestrales y anuales de la Oficina de Derechos Humanos de 
la Casa del Migrante de Tecún Umán en el departamento de San Marcos, se señala 
que los migrantes en tránsito por Guatemala son víctimas de una serie de abusos y 
violaciones a sus derechos humanos. Para el año 2005, del total de abusos se reporta 
que un 60% fueron cometidos por empleados y funcionarios de las Delegaciones 
Migratorias, principalmente en la frontera de Agua Caliente en el departamento de 
Chiquimula. 35% cometidas por elementos de la PNC en el municipio de Esquipulas 
del mismo departamento. El resto se dieron en diferentes puntos de la carretera que 
conduce de la ciudad de Guatemala a la ciudad fronteriza de Tecún Umán siempre 
por efectivos de la PNC en retenes y controles que realizan.  En el primer semestre 
del 2006, la misma institución señaló que los abusos y violaciones a derechos 
humanos más reportadas fueron: cohecho pasivo, robo, estafa, abuso de autoridad, 
amenazas y coacción. Los actores que incurrieron en estas acciones fueron agentes 
de la PNC 81%; funcionarios de la DGM 13%; delincuentes comunes 3%; y coyotes 
1% (Caballeros: 2007, 42). 

Pese a la ya numerosa serie de eventos que atentan contra la dignidad y seguridad 
de la persona migrante indocumentada que se registran, la tendencia respecto a la 
comisión de estos delitos aumenta progresivamente. Rara vez, el migrante presenta 
una denuncia ante las autoridades correspondientes debido a que  todavía no existe 
una cultura de denuncia en la población migrante. Mucho se puede explicar a partir 
del estatus migratorio de la persona; el migrante asume su irregularidad como un 
manto de desprotección total debido a la falta que comete al no legalizar su estancia 
o paso por el territorio. De tal manera que, los perpetradores de abusos aprovechan 
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el desconocimiento del migrante sobre sus mismos derechos para abusar de éstos. En 
algunas ocasiones, el migrante irregular incluso antes de realizar el trayecto se sabe 
vulnerable y asume una serie de riesgos que al momento de afrontarlos se apropia de 
ellos como si fuese parte del viaje. Inclusive, para los migrantes en situación irregular 
el entregar sumas de dinero a las autoridades oficiales, para facilitar su tránsito por el 
territorio, es simplemente un requisito que hay que cumplir para lograr su objetivo: 
pasar al norte.

Por otro lado, la ausencia de la denuncia también tiene que ver con el influjo al 
que se refiere. Aquellos que van de paso por el país, no están interesados en darle 
seguimiento a todo el proceso de denuncia. Primero, por el tiempo que significaría 
quedarse varados en el país, lo que, también, elevaría los costos de la migración; 
segundo, por el temor a las represalias que tomen en su contra. Y tercero, porque no 
existe garantía alguna o certeza de que el daño causado vaya a ser reparado y que el 
infractor vaya a ser sancionado.

Según la Constitución Política guatemalteca, toda persona tiene libre acceso a la 
justicia para ejercer sus acciones y hacer valer sus derechos (Art. 29). Asimismo, 
contempla que, para la administración de justicia, los tribunales en toda resolución o 
sentencia observarán obligadamente el principio de que la Constitución de la República 
prevalece sobre cualquier ley o tratado (Art. 204). Tomando en consideración este 
último precepto, en Guatemala en relación a la población migrante deberá privar 
�entre otros- lo establecido en la Convención Internacional sobre la Protección de 
los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares. Conviene 
enfatizar que este instrumento contempla la No Discriminación en el Reconocimiento 
de Derechos (Art. 7). Entonces, aunque no existe un impedimento formal o fáctico 
que impida a las autoridades recibir denuncias por parte de las personas migrantes, 
aún en condición irregular o no-autorizada, en la práctica rara vez las reciben. 
Esta situación ocurre por varias razones, entre ellas están: el desconocimiento del 
migrante acerca de ese derecho; la falta de diversos recursos (tiempo / dinero para 
la estancia / otros) para seguir el proceso; la desconfianza en el sistema de justicia; 
el miedo a represalias; y por último, la posibilidad de ser puesto a disposición de la 
autoridad migratoria debido a su irregularidad y ser sujeto de deportación. 

Derecho al trabajo 2.2.5.	

En cuanto al reconocimiento de otros derechos, si bien en Centroamérica, en general, 
no se encuentran marcadas diferencias normativas que entrañen discriminación 
evidente hacia los extranjeros en el acceso a la justicia, la salud, la educación o el 
trabajo, tampoco existen disposiciones (en valor numérico elevado) de carácter 
positivo que expresen y garanticen, claramente, el acceso básico a estos derechos 
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fundamentales. Las limitaciones en ese sentido provienen de ciertas normas que 
de manera intencional establecen condiciones más favorables para los nacionales 
(por ejemplo, para competir por un puesto de trabajo). Además, hay procedimientos 
que podrían tener un efecto negativo sobre el acceso a la educación de las personas 
migrantes (Estado de la Región: 2008).

En el marco internacional, el referente más importante lo constituyen los convenios 
de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) en materia de trabajadores 
migratorios de los cuales Guatemala forma parte. La Constitución Política en su 
Artículo 101 prescribe el derecho al trabajo para todas las personas y que el país 
debe organizarse conforme a principios de justicia social. Sin embargo, la legislación 
ordinaria en esta materia, estipula ciertos principios que no siempre favorecen a la 
población migrante y que, además, excluye a todos aquellos que se encuentren en 
situación irregular. De esa cuenta, de acuerdo al Código de Trabajo57 Decreto Número 
1441, Guatemala da preferencia a los trabajadores nacionales sobre los extranjeros 
en igualdad de condiciones y en los porcentajes determinados por la ley y prohíbe 
que un guatemalteco gane menor salario que un extranjero, esté sujeto a condiciones 
inferiores de trabajo y obtenga menores ventajas económicas u otras prestaciones 
(artículo 102, inciso n).

El Reglamento para Permiso de Trabajo a Personas Extranjeros se crea a partir del 
Acuerdo Gubernativo Número 528-200358 del 17 de septiembre de 2003. No obstante, 
dicho Reglamento desde su artículo 1 regula estas condiciones para “los extranjeros 
que hayan ingresado legalmente al país”, dejando fuera la oportunidad de empleo 
para aquellos que permanecen a la deriva del sistema a razón de su irregularidad 
migratoria.

A raíz de lo anterior, es evidente que la legislación interna en materia laboral 
todavía no está armonizada con los instrumentos internacionales provocando, de 
hecho, omisión y acción una serie de incoherencias y ambigüedades, que en todo 
caso atentan contra la dignidad y derechos de las personas migrantes en situación 
irregular o no-autorizada que transitan y/o permanecen en el país. 

Derecho a la salud2.2.6.	

A pesar que todos los instrumentos internacionales de derechos humanos y en 
materia migratoria, de los cuales Guatemala forma Parte, contemplan el derecho a 
la salud de todas las personas, sin discriminación de raza, sexo, edad, nacionalidad 
y otros en la práctica todavía no se logran los niveles de cobertura deseables. 

57	  http://www.mintrabajo.gob.gt/org/leyes-y-convenios/leyes-ordinarias/codigo-de-trabajo
58	 http://www.mintrabajo.gob.gt/org/leyes-y-convenios/reglamentos/reglamento-para-permiso-de-trabajo-a-personas-
extranjeras  
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Por su parte, la Constitución Política de la República en su Artículo 1 promulga la 
Protección a la Persona, estableciendo que el Estado de Guatemala se organiza para 
proteger a la persona y a la familia siendo su fin supremo la realización del bien 
común. Asimismo, en su sección séptima contempla el derecho a la salud como un 
derecho fundamental del ser humano “sin discriminación alguna”.  Para ello, existe 
un entramado institucional responsable por su conservación y restablecimiento para 
lo cual desarrollará acciones de prevención, promoción, recuperación, rehabilitación, 
coordinación y otras complementarias en procura del bienestar de la población 
(Artículos 93 al 95). 

En la práctica, el ente rector del diseño de la política de salud es el Ministerio de 
Salud Pública y Asistencia Social. De acuerdo al Código de Salud (Decreto 90-97)59 en 
su Artículo 19 se organiza en dos niveles. El primero es responsable de la dirección 
y conducción de las acciones de salud, de la formulación y evaluación de políticas, 
estrategias, planes y programas, normalización, vigilancia y control de la salud y la 
supervisión de la prestación de los servicios de salud.  El segundo es el responsable 
de la prestación de servicios de salud sobre la base de niveles de atención de acuerdo 
al grado de complejidad de los servicios y capacidad de resolución de los mismos. 

Los migrantes que permanecen en el país de manera irregular, especialmente de 
países centroamericanos, utilizan los servicios de salud cercanos a su domicilio o 
dependiendo el cuadro médico que presente. Acuden a los Centros de Salud o Puestos 
de Salud ubicados en la zona en la que residen con horarios preestablecidos, con la 
tendencia a ampliar el horario de atención y cubrir también los fines de semana ya 
que actualmente no lo hacen. En los casos más graves y de emergencia visitan un 
hospital público (disponibles las 24 horas) sin que se les limite su ingreso por su 
nacionalidad y/o estatus migratorio.

Los trabajadores centroamericanos temporales en Guatemala muchas veces utilizan 
los servicios médicos que ofrecen las mismas fincas y lugares en donde laboran. 
Algunas plantaciones del país cuentan con puestos de salud en el interior de sus 
fincas a partir de la coordinación que realizan con el Ministerio de Salud Pública 
quien, de manera coordinada con los propietarios, está presto a brindar el servicio.

El Ministerio de Salud Pública cuenta con un Programa de Población Migrante con el 
expreso propósito de atender a esta población. El quehacer del programa se enmarca 
dentro de los Lineamientos Básicos y Políticas de Salud de este Ministerio y la Política 
Nacional en Materia de Salud Pública. No obstante, las mismas autoridades señalan 
que no cuentan con un presupuesto específico para atender el tema migratorio 
por lo que, en la práctica, no existe ningún documento público que demuestre los 
59	  http://www.ccad.ws/documentos/legislacion/GT/DL-90-97.pdf
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avances logrados en este tema. De acuerdo a un estudio de monitoreo realizado por 
la MENAMIG (2005-2006) señala que esta dependencia no lleva un registro de los 
migrantes que han recibido atención médica. De acuerdo a lo que reporta la Mesa, 
no existe una política institucional de atención a la población migrante en el país.

Análisis de los procesos legislativos, debates públicos y políticas 3.	
públicas en torno a la migración internacional de personas en 
tránsito y destino

En este párrafo se realizara una breve reflexión sobre las distintas iniciativas de ley 
presentadas alrededor de la actual Ley de Migración y su Reglamento. El ordenamiento 
jurídico interno en materia migratoria adolece de una serie de consideraciones que 
incluso colocan en riesgo a la población migrante que ingresa, permanece y va en 
tránsito por el país. Para la administración de los flujos utiliza un enfoque cerrado 
y poco respetuoso de los derechos humanos; contiene un lenguaje que criminaliza 
la migración irregular o no-autorizada tachándola de “ilegal”; y, por omisión o 
colusión, provoca que en la práctica se den una serie de arbitrariedades en contra 
de la población en tránsito. Al mismo tiempo, la Ley no contempla la regularización 
migratoria, por el contrario, promueve esa opción de manera selectiva al estar dirigida 
a un segmento muy específico: los inversionistas, los profesionales calificados y, en 
otros casos, a aquellas personas que tienen un nivel socio-económico alto y una base 
de referencias. 

Otra consideración imperante que obliga a reformar en la Ley de Migración es la 
ausencia de definición de un plazo determinado para llevar a cabo el proceso de 
expulsión o deportación prestándose, así, a que los migrantes permanezcan 
albergados por períodos extensos en el país.  En general, se puede afirmar que la Ley 
de Migración emitida en 1998, contiene vacíos e imprecisiones. Las lagunas legislativas 
existentes en el procedimiento permiten un amplio margen de discrecionalidad 
de las autoridades migratorias y policiales en la ejecución y tramitación de los 
procedimientos migratorios. Por otro lado, no se han adoptado hasta el momento las 
medidas necesarias para adecuar plenamente la legislación nacional de Guatemala 
a la Convención internacional sobre la protección de los derechos de todos los 
trabajadores migratorios y de sus familiares (Menamig: 2009). 

Es preciso señalar que para el año 2009 se habían presentado tres propuestas de ley. 
La primera, correspondía a la Mesa Nacional para las Migraciones; la siguiente, al 
Bufete Popular de la Universidad Rafael Landivar; y la última, presentada el Interventor 
de la Dirección General de Migración. A continuación se ofrecen los elementos más 
generales de estas propuestas. 
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La propuesta de MENAMIG

Busca promover Reformas en el sentido facilitar el derecho de locomoción de las personas, y no 
solo hacer énfasis en el “eficaz ordenamiento migratorio”. Se resalta que las disposiciones de la ley 
constituyen regulaciones de “carácter administrativo” en lugar de disposiciones de “orden público” 
que hacen énfasis en la seguridad nacional. 
Se sugiere plasmar que las funciones de la entidad migratoria deberán tener un carácter especializado 
que garantice el respeto de los derechos inherentes a la persona. Para ocupar el cargo de Director de 
la entidad Migratoria se propone agregar a los requisitos existentes: Profesional Universitario, con 
conocimiento y experiencia en la temática migratoria y de derechos humanos. 
Si se mantiene un Consejo Nacional de Migración, se agregue en su conformación “Un representante 
de las organizaciones civiles que atienden el tema migratorio”. 
En procedimiento para obtención de Residencia Temporal, se agregue conferir igual oportunidad 
a quienes se encuentran en situación migratoria irregular y que tengan una oferta de trabajo. Se 
propone crear norma que facilite la obtención de la Residencia Temporal o Permanente para los 
centroamericanos, reduciendo costo y requisitos formales; tal y como ocurre para la obtención 
del reconocimiento de los mismos como guatemaltecos de origen ante el Ministerio de Relaciones 
Exteriores. Se plantea que las visas de Residencia Permanente, sean de vigencia indefinida en lugar 
de 5 años como está regulado actualmente. 
Se sugiere inclusión de norma para facultar a la autoridad migratoria para que en períodos de cada 
5 años implemente regímenes temporales de regularización migratoria para aquellas personas que 
permanezcan de manera irregular, estableciendo los requisitos.
En caso de migrantes irregulares o indocumentados interceptados, se plantea conferir a todos el plazo de 
10 días para regularizar su situación; y con ello eliminar la discrecionalidad con que opera actualmente 
la autoridad migratoria, confiriendo dicho beneficio solo a los nacionales de ciertos países. 
Se plantea que entre el destino de los fondos de la entidad migratoria, también financien procesos 
de deportación y expulsión desde Guatemala, lo que no ocurre en la actualidad por lo que se incurre 
en abusos en contra de las personas deteniéndolas por largos períodos.
En el delito de ingreso “ilegal” de personas se propone agregar el “elemento constituido por el ánimo 
de lucro” de los responsables. En los delitos de tránsito ilegal de personas, transporte de ilegales y 
ocultación de ilegales, se propone contraer dichas formas en un solo artículo y delito en el que se 
integre “el ánimo de lucro” de la persona responsable, y se elimine la denominación de “Ilegales”. 
Se propone suprimir la figura de “contratación de ilegales” por ser una norma que atenta contra el 
derecho universalmente reconocido al trabajo.
En los delitos previstos en la ley, se propone eximir de responsabilidad penal a los representantes 
de instituciones religiosas, organizaciones de sociedad civil o cualquier otra instancia reconocida 
nacional o internacional, cuyos funcionarios en ejercicio de sus cargos brinden asistencia y velen por 
la protección de lo/as migrantes. 
Se propone aclarar en qué casos procede la deportación y cuando la expulsión, recomendando un 
plazo máximo de 60 días para llevarlas a cabo.
Se propone prever mejora en la atención que se da en los albergues y facilitar acceso a los funcionarios 
de organizaciones que brindan asistencia y protección a los migrantes. 
Incluir norma que expresamente obligue a la autoridad migratoria en el sentido que debe informar 
a toda persona detenida administrativamente, sobre sus derechos.
En lo relativo a asilados, refugiados y apátridas, se hace énfasis en el derecho de las personas y deber 
del Estado de cumplir con el principio de no devolución en aeropuertos o puertos fronterizos por 
“razones de documentos”. 
Tomado de: MENAMIG (2009) Hacia una reforma migratoria en Guatemala: a la ley de migración y 
su reglamento. Boletín electrónico de información y análisis “Voz Itinerante”.  Págs. 3-4
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En síntesis, la MENAMIG, en términos muy generales, presentaba cambios sustantivos 
pero todavía insuficientes para afinar la legislación migratoria interna. No lograba 
imponer un enfoque de derechos humanos a la normativa, sino que matizaba el 
carácter represivo y de control que actualmente contiene. Empero, destacaba la 
propuesta de impulsar procesos de regularización migratoria cada 5 años como 
una oportunidad para que la población que permanece en el país de manera no-
autorizada pueda integrarse a la sociedad. 

Por otro lado, el Bufete Popular de la Universidad Rafael Landivar presenta el 
anteproyecto: una nueva institucionalidad migratoria. La Universidad, en su 
propuesta, ya incluye la necesidad de “convertir” la Dirección General de Migración 
en un Instituto Nacional de Migración (INAMI), al mismo tiempo que, propone la 
creación de la Policía Nacional Migratoria. Argumenta la ineficacia y desactualización 
de la Ley de Migración en torno a la realidad que el país vive, por lo que se requiere 
de su modificación “cuyo fin sea velar por la seguridad del Estado, dentro de un 
marco de respeto a los derechos humanos y el trato digno de las personas nacionales, 
extranjeras y migrantes” (MENAMIG: 2009, 5).

Hace alusión a los principios de igualdad, no discriminación y no criminalización 
a partir de la condición migratoria, concibiendo a los migrantes como sujetos de 
derechos.  El anteproyecto de la Universidad identifica la obligación del Estado 
de Guatemala de definir y ejecutar una política migratoria integral; proteger los 
derechos fundamentales de los migrantes guatemaltecos en los países de tránsito 
y destino; velar porque tanto las personas extranjeras en situación de peligro como 
los migrantes retornados tengan acceso a la salud y atención médica; establecer 
programas de reintegración de grupos de deportados y brindar asistencia a los/as 
migrantes que la requieran (Ibíd). 

Al INAMI le corresponderá cumplir funciones de administración, regulación y control 
de los movimientos migratorios. El Instituto se concibe como “una institución pública, 
autónoma, con personalidad jurídica, patrimonio propio y con plena capacidad 
para adquirir derechos y obligaciones. El objetivo principal de esta institución es 
implementar y hacer cumplir las políticas migratorias del país, crear e implementar 
una normativa administrativa vinculante en materia migratoria y la protección, 
promoción y atención de los migrantes guatemaltecos en el exterior, así como 
extranjeros dentro del territorio nacional”.

Respecto a la Policía Nacional Migratoria, la define como “una institución de carácter 
civil, cuya función específica es velar por el cumplimiento de la normativa migratoria 
por los nacionales, extranjeros, deportados y de cualquier persona que se encuentre 
en una situación migratoria irregular o intente cruzar los límites territoriales de 
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manera que viole los procedimientos establecidos en las leyes, reglamentos y tratados 
internacionales de los cuales Guatemala sea signataria; así como cumplir las políticas 
migratorias dictadas por el Instituto Nacional Migratorio, cuya función será ejercer 
funciones administrativas de carácter preventivo y de control migratorio.

En relación a los albergues, la propuesta apunta hacia garantizar el debido respeto 
a quienes son temporalmente detenidos y para el efecto debe cumplir una serie 
de garantías como el trato digno; el acceso al debido proceso; el derecho a la 
información; a la asistencia consular; la atención médica y el acceso a salud; a la 
higiene y al respeto de las posesiones de los migrantes detenidos.

El anteproyecto universitario, introduce de manera más precisa los principios básicos 
para la protección del migrante, independientemente de su condición migratoria. 
No obstante, enfatiza la necesidad de fortalecer el control migratorio con un 
enfoque de seguridad. Todavía tipifica la migración irregular como condición “ilegal” 
incorporándola dentro de los delitos y faltas. Propone la creación de un instituto que 
se encargue de crear e implementar las políticas migratorias en el país.  También, 
contempla el voto en el extranjero para garantizar este derecho ciudadano a todos 
los guatemaltecos. 

Por su parte, la Dirección General de Migración presentó también una propuesta que 
esencialmente plantea a la creación del Instituto Guatemalteco de Migración –IGM-.  
Este anteproyecto coincide con las anteriores en términos de la necesidad de actualizar 
la normativa a la realidad migratoria nacional. Respecto al Instituto Guatemalteco de 
Migración propone que este sea creado “como una entidad descentralizada adscrita y 
vinculada al Ministerio de Gobernación, con el objeto de generar políticas de seguridad 
migratoria, con competencia y jurisdicción a nivel nacional para el cumplimiento de sus 
fines; y con personalidad jurídica, patrimonio propio y plena capacidad para adquirir 
derechos y contraer obligaciones”.  La función general del IGM sería “la formulación 
y el cumplimiento de la política migratoria nacional, emitir pasaportes y demás 
documentos de viaje, regular la situación migratoria de los extranjeros que ingresan 
y permanecen en el país y ejercer el control migratorio cumpliendo, para ello, con los 
convenios internacionales de los que Guatemala forma parte, con apego a esta Ley y su 
reglamento” (Menamig: 2009, 6).

En general, mantiene y coincide en varios puntos con la propuesta presentada por 
el Bufete Popular de la Universidad Rafael Landivar. EL anteproyecto de la DGM 
mantiene el uso de categorías como ilegal, sanciona la contratación de extranjeros 
sin la respectiva autorización del Ministerio de Trabajo, y establece la creación 
del registro de Extranjeros Residentes, (Art 82) en el cual deberán ser inscritos los 
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extranjeros que, cumplidos los requisitos que establece esta Ley y su Reglamento, 
se les haya otorgado la calidad de Residente Temporal o Residente Permanente. 
La propuesta también establece la categoría de visas especiales, (Art. 128) siendo 
éstas las de trabajadores transfronterizos; trabajadores temporales; trabajadores 
de ocupación específica y trabajadores ligados a proyectos específicos de interés 
nacional, social, del Estado o de empresas particulares.

Como resultado de estas iniciativas, comienza todo un proceso de coordinación 
para la elaboración de una nueva propuesta de ley que retoma algunos puntos de 
los contenidos en cada anteproyecto y se introducen otros bastante novedosos 
que se exponen a continuación. La iniciativa de ley actualmente en discusión es 
presentada por la Comisión del Migrante del Congreso de la República liderada por 
el Diputado Lic. Mauro Guzmán (Presidente). Dicho anteproyecto se ha elaborado 
en colaboración con la Secretaría de Planificación y Programación de la Presidencia, 
Mesa Nacional para las Migraciones -MENAMIG-, Universidad Rafael Landivar, 
Dirección General de Migración -DGM-, Oficina del Alto Comisionado para los 
Refugiados -ACNUR-, Comisión Internacional contra la Impunidad en Guatemala 
-CICIG-, Organización Internacional para las Migraciones -OIM-, Pastoral de 
Movilidad Humana de la Conferencia Episcopal de la Iglesia Católica -PMH-, Iglesia 
Evangélica, y, Ministerio de Relaciones Exteriores, con el propósito de reformar la 
Ley de Migración y su Reglamento. 
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Este Anteproyecto de Ley propone al Congreso de la República de Guatemala una 
nueva Ley Nacional de Migración que contemple un cambio institucional, desde su 
conformación orgánica interna, que responda a todas las responsabilidades tanto 
en los controles administrativos como en el tema de seguridad para el Estado de 
Guatemala. La propuesta busca incluir un enfoque de derechos humanos e intenta 
armonizarla con los tratados internacionales en materia migratoria de los cuales 
Guatemala forma Parte. 

De entrada, incluye en su Título I, que corresponde a las Disposiciones Generales, 
una serie de principios a partir de los cuales se regirá la Ley: 

Principio de Dignidad Humana e Igualdad;-	
Principio de no discriminación;-	
Principio de presunción de buena fe;-	
Principio de reconocimiento de derechos;-	
Principio de debido proceso; y,-	
Principio de descentralización.-	

A diferencia de la actual Ley de Migración, este anteproyecto incluye una serie de 
definiciones que coarta la posibilidad de acciones arbitrarias. Llama poderosamente 
la atención, que entre otras definiciones se incluyen las que corresponden a: 

“Centros de Aseguramiento Migratorio: Centro de internamiento y protección de -	
personas extranjeras que se encuentren en una situación migratoria irregular y 
cuya expulsión o deportación no sea inmediata”. 
Deportación: “Acto legal de devolver a un extranjero mediante el proceso que -	
establece la ley a su territorio de origen o a un territorio fronterizo distinto al 
guatemalteco, por encontrarse en una situación migratoria irregular”. 
Expulsión: Acto de una autoridad del Estado con la intención y el efecto de -	
asegurar la salida del territorio nacional, de una o varias personas extranjeras de 
conformidad con el procedimiento establecido en la presente ley y reglamento 
respectivo. 
Indocumentado: Persona que carece de documentos oficiales que permitan -	
acreditar su identidad.
Persona en Tránsito: Se considera persona en tránsito al extranjero que ingrese -	
al país por cualquiera de los lugares autorizados para el tránsito migratorio, cuya 
permanencia no podrá exceder del plazo que establezca la ley. 
Persona en condición irregular: Es toda aquella persona extranjera que no cuenta -	
con el permiso migratorio correspondiente para permanecer o transitar en el 
territorio nacional. 
Política Migratoria: Conjunto de proyectos, lineamientos y disposiciones -	
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integrales, que determina un Estado, para abordar el fenómeno migratorio y su 
adecuada gestión y administración. 
Refugiados: Persona que por fundados temores de persecución por motivos de -	
raza, religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social u opiniones 
políticas, se encuentre fuera del país de su nacionalidad y no pueda a causa de 
dichos temores acogerse a la protección de tal país. 

Se propone la creación del Instituto Guatemalteco de Migración, como una entidad 
estatal descentralizada y autónoma, con el objeto de generar políticas de seguridad 
migratoria, con competencia y jurisdicción a nivel nacional para el cumplimiento de 
sus fines; tiene autonomía funcional, económica, financiera, técnica y administrativa, 
así como personalidad jurídica, patrimonio, recursos propios y plena capacidad para 
adquirir derechos y contraer obligaciones. El referido Instituto podrá designarse con 
las siglas IGM, o denominarse únicamente como el Instituto.

Para el caso de la persona que ocupe el puesto de Director General de dicho Instituto, 
se agregan algunos requisitos que abonan a un perfil más alto y con capacidades 
demostrables. Asimismo, al respecto define las condiciones para la remoción del 
cargo y la sustitución. 

Otro elemento novedoso en el contenido, es que se norma la prohibición de que los 
parientes dentro de los grados de ley de los miembros del Directorio, Director General, 
Director Adjunto y de los subdirectores, no podrán optar o desempeñar cargo alguno 
dentro del IGM durante el período que sus parientes formen parte del mismo, sin 
perjuicio de las demás prohibiciones establecidas en las leyes respectivas.

Además, un aporte importante de esta iniciativa es lo que corresponde a las categorías 
especiales que incluye a: trabajadores migratorios transfronterizos; trabajadores 
migratorios temporales; trabajadores migratorios de ocupación específica; 
trabajadores migratorios ligados a proyectos específicos de interés nacional, social, 
del Estado o empresas privadas. Al respecto de cada uno existe una definición de 
derechos. 

En el marco de lograr la regularización de las personas que se encuentran en el país 
de manera no-autorizada, el anteproyecto propone un procedimiento específico. 
“El IGM al determinar la permanencia irregular en el país de un extranjero, podrá 
conceder a éste un plazo que no podrá exceder de diez días para que él mismo solicite 
su regularización en el País, a través del procedimiento administrativo que indique la 
autoridad migratoria y para el efecto, puede hacer uso de los recursos previstos en la 
administración pública, regulados en la Ley de lo Contencioso Administrativo�. 
Empero, todavía define el proceso de “amnistía migratoria” concebido como el 
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“perdón” por las faltas migratorias en que incurren todas aquellas personas que se 
encuentran en el territorio de manera irregular. Debe indicarse que, con la intención 
de sacar del ámbito penal la migración en condición irregular o no-autorizada, también 
es preciso adoptar conceptos que asuman un enfoque diferente. De esa cuenta, lo 
recomendable sería proponer el impulso de “programas de regularización” para toda 
la población que se encuentre radicando en el país de manera irregular, como un 
compromiso que el Estado asumiría para brindar las mínimas condiciones a todos 
aquellos reciben en el marco de una reciprocidad esperada para sus nacionales en 
otros países. En este sentido, puede revisarse las experiencias de México y Costa Rica 
como una buena práctica que abona a la mejora de condiciones de guatemaltecos y 
nicaragüenses, respectivamente. 

Una de las preocupaciones más sentidas durante el proceso de detención es que la 
persona se encuentra privada completamente de su libertad personal por voluntad 
estatal. En este tema, la actual Iniciativa de Ley ya introduce la “Medida Alternativa No 
Privativa de Libertad” que define como la acción que genera la libertad condicional de 
locomoción a que puede optar un asegurado dentro de un Centro de Aseguramiento 
como, por ejemplo, la figura del garante o de arraigo. 

Finalmente, aunque incluye una serie de ejes temáticos adicionales, esta propuesta 
de Ley propone la reforma del Código Penal, Decreto número 17-73 del Congreso 
de la República, creando el Capítulo VI relacionado con el delito de Tráfico ilícito de 
Migrantes, el cual se adicionará en el Título XIII de los delitos contra la Administración 
pública del referido Código Penal.

En todo caso, esta iniciativa de ley debe reconocerse como un esfuerzo cualitativamente 
importante que intenta introducir los principios contenidos en la Convención para 
la Protección de todos los Trabajadores Migratorios y sus Familias de 1990 (ratificada 
por Guatemala en 2003). Políticamente ha encontrado apoyo, por lo que se considera 
que es la oportunidad para realizar los cambios precisos y llenar los vacíos que la actual 
normativa contiene. Asimismo, sentaría un precedente a partir del impulso de programas 
de regularización migratoria lo que favorecería a toda una población que radica en el país 
a la sombra del sistema nacional en tanto carecen de una legalidad migratoria. 

Conclusiones 4.	

El fenómeno de la migración no es desconocido para Guatemala. Desde tiempos 
antiguos ha observado la llegada de inmigrantes al país, no obstante, su tratamiento 
ha sido acorde a los intereses del Estado. Así, el país ha impulsado el ingreso y 
permanencia de migrantes que favorecen y se suman a los objetivos del grupo que 
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ostenta el poder. A través de los siglos, se ha observado la aplicación de distintos 
enfoques caracterizados por ser discriminatorios, excluyentes, racistas, sectoriales, 
clasistas, represivos y cerrados. A la fecha, Guatemala no logra rebasar una 
perspectiva de control y seguridad sobre la migración. En este sentido, el país no 
fomenta la inmigración y, menos, responde a la realidad del contexto internacional 
que presiona a la población a buscar mejores condiciones de vida en territorios 
ajenos al de su nacimiento. 

Guatemala es reconocido como un país de tránsito y destino de volúmenes 
importantes de migrantes. Existe un número importante de migrantes en condición 
irregular que permanece en el país, especialmente de origen centroamericano. Este 
último grupo se inserta en el mercado laboral guatemalteco con mucha dificultad y 
logra obtener ingresos medianos. Por otro lado, se observa la presencia de nacionales 
extracontinentales (chinos, coreanos, árabes, etc.) que aún en condición irregular, 
logran mayores ventajas de trabajo, en tanto, son propietarios y dueños de empresas 
comerciales. Sin embargo, todos estos migrantes irregulares radicados en el país no 
están suficientemente reflejados en los datos de población y, por carecer de un estatus 
migratorio autorizado, viven a la sombra del sistema de derechos y garantías básicas. 

En lo que se refiere a las instituciones que se encargan de atender el tema migratorio, 
se puede inferir que en su mayoría están debilitadas y gozan de grados importantes 
de desconfianza. La inestabilidad política en el país se refleja en el entramado 
institucional público que se impacta a través de los cambios continuos que sufren 
los altos mandos al frente de sus instituciones (Ministerio de Gobernación, DGM 
y PNC). Asimismo, a diferencia de otros países de la región, en Guatemala todavía 
no se logra una coordinación sostenida entre las organizaciones de la sociedad civil, 
la academia, la iglesia y las entidades gubernamentales. Por el contrario, existen 
esfuerzos dispersos para abordar el tema y, con dificultad, se logran procesos de 
convocatoria más amplios. Sin embargo, debe reconocerse que existen procesos 
incipientes de coordinación a partir de la buena voluntad de las instituciones y su 
compromiso en el tema. Así mismo, en este proceso de acercamiento se hará necesario 
el reconocimiento de las buenas prácticas, la reflexión de lecciones aprendidas y la 
aplicación de metodologías novedosas, entre otras, que permitan superar la actual 
fragilidad en las relaciones interinstitucionales. 

Al hacer una revisión minuciosa de la legislación nacional en materia migratoria es 
evidente que existe un conjunto de normativas ambiguas que se caracterizan por 
una serie de vacíos, contradicciones e incoherencias. En este caso hay que señalar 
que la Ley de Migración y su Reglamento tienen un enfoque de control y restricción 
de la migración, así como, una falta de coherencia en relación al contexto que se 
vive actualmente y los tratados internacionales de los cuales Guatemala forma 
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parte. No obstante, el país ha dado pasos firmes y coherentes con el propósito de 
atender a las poblaciones más vulnerables, en este caso los migrantes y solicitantes 
de refugio. Destacan, la adhesión a la Convención de 1990 como un compromiso 
con los migrantes y sus familiares, así mismo, el Reglamento para la Protección y 
Determinación del Estatuto de Refugiado en el Territorio del Estado de Guatemala.  

En Guatemala la migración irregular o no-autorizada es objeto de criminalización 
y abusos. No existe una conexión entre lo que estipula la ley y las prácticas que se 
realizan alrededor de esta población. De tal manera que los inmigrantes irregulares 
que están de tránsito por el país son objeto de abusos y no sujetos de derechos. 
Aquellos que permanecen de manera irregular, también son víctimas de constante 
acoso y persecución, situación que dificulta la inserción social. Debido a que las leyes 
nacionales son poco claras, se presta a una serie de arbitrariedades de parte de las 
mismas autoridades encargadas de atender el tema. Para el caso de la verificación del 
estatus migratorio el proceso varía en procedimientos y mecanismos dependiendo 
de los lineamientos e instrucciones que recibe el alto mando que está al frente de la 
institución encargada (DGM) a partir de un contexto más amplio. 

Uno de los esfuerzos más aplaudidos en los años recientes con respecto al tema 
migratorio, es la presentación de anteproyectos de ley en este tema. Puntualmente, 
se reconoce el esfuerzo que actualmente realiza la Comisión del Migrante del 
Congreso de la República en la construcción de una iniciativa que ha tenido como 
punto de partida la coordinación con distintas instituciones especialistas en el tema. 
Este anteproyecto se distingue por utilizar un enfoque de derechos humanos e 
incluir los principios contenidos en la Convención para la Protección de los Derechos 
de todos los Trabajadores Migratorios y sus Familias, logrando así armonizar el 
marco interno con los preceptos internacionales. Asimismo, propone la creación 
de una entidad descentralizada y autónoma que se ocupe del diseño de la política 
migratoria. Contempla la inclusión y definición de términos y conceptos relativos 
a este fenómeno con el propósito de evitar arbitrariedades en el tratamiento de 
la migración. Propone una estructura organizativa especializada que requiere de 
capacidades demostrables para aquellos que ocupen cargos de nivel alto en la 
dependencia encargada. Finalmente, en medio de tantos elementos novedosos 
que aporta esta nueva iniciativa del ley, interesa enfatizar sobre la propuesta para el 
impulso de programas de regularización de las personas migrantes que permanecen 
en la país de manera no-autorizada. 

Finalmente, se reconoce como una buena práctica la conformación y funcionamiento 
de la Comisión de Migrantes del Congreso de la República de Guatemala lo que 
representa un compromiso implícito con la población migrante.
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Recomendaciones 5.	

Existe una ausencia de información al respecto de los distintos influjos migratorios 
en el país a lo largo de los últimos siglos. Por ello, sería conveniente realizar una 
serie de estudios que permitan retomar los diferentes procesos de inmigración al 
país no sólo para reconocer los distintos aportes, sino para entender los cambios 
que se han dado a lo largo del tiempo en el abordaje y tratamiento de este tema, 
así como su inclusión en la política migratoria nacional. Tomando en consideración 
que en Guatemala residen de manera permanente o indefinida grupos importantes 
de población migrante en condición irregular o no-autorizada se propone el impulso 
de un primer programa de regularización para estas personas que permitan regular 
su estancia en el país. Para ello, será conveniente revisar las experiencias de México 
y Costa Rica con guatemaltecos y nicaragüenses respectivamente, como una buena 
práctica y referencia del proceso de reconocimiento. 

Al respecto de la migración en tránsito, se carecen de registros y bases de datos 
actualizadas que den cuenta de su comportamiento. La inmigración irregular por 
su misma condición, es todavía más difícil de cuantificar. Sin embargo, Guatemala 
debe atender el tema de la migración en tránsito desde una perspectiva integral 
y a partir de las consideraciones establecidas en los tratados internacionales y en 
el marco de la reciprocidad esperada para los migrantes guatemaltecos en su paso 
por otros países. 

Todavía se hacen necesarios el impulso de una serie de esfuerzos de investigación, 
capacitación/formación de recursos humanos, incidencia, sensibilización, coordinación 
interinstitucional, entre otros, con el objetivo de conocer y atender más el tema 
de las migraciones en tránsito, así como, de las personas que de manera irregular 
permanecen en el país. Además, es imperante no sólo el fortalecer los existentes, 
sino crear mecanismos específicos para atender a los grupos más vulnerables, dentro 
de los que destacan: mujeres; niños, niñas y adolescentes; discapacitados; personas 
de la tercera edad; víctimas de trata; personas con VIH-SIDA; mujeres embarazadas; 
entre otros. Para lo cual, es preciso incluir a otras instituciones especializadas y 
definir procedimientos claros y eficaces para lograr su atención en el marco de las 
consideraciones normativas vigentes. 

Es importante impulsar un proceso agresivo de coordinación interinstitucional cuyo 
principio debe basarse en el objetivo común: la protección de los derechos de la 
población migrante; reconociendo las fortalezas de cada actor involucrado; rebasar 
mediante la acción los procesos de desconfianza; evitar la duplicación de esfuerzos; 
optimizar el uso de los recursos; utilizar criterios más amplios de inclusión; entre otros. 
Aquí se refiere, a la construcción de alianzas entre gobierno, organizaciones sociales, 
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instituciones académicas, iglesias, organismos internacionales, etc. que permitan 
afianzar procesos de asistencia y atención; de protección y acompañamiento; de 
asesoría legal y psicológica; de investigación social; de formación y capacitación; de 
comunicación social y de incidencia política. En todo caso, conviene liderar procesos 
de convocatoria para la construcción conjunta de iniciativas específicas con aportes 
de diferentes actores sociales que intervienen en todo el proceso. 

Guatemala tiene una imagen de país respetuoso de los derechos humanos a 
partir de una serie de instrumentos internacionales de los cuales forma parte, 
sin embargo, los cambios en sus directrices y normativas internas todavía aún 
son lentos. Por ello, se recomienda realizar acciones de incidencia política con las 
autoridades correspondientes, para lograr la armonización de las leyes. Asimismo, 
es necesario continuar con los procesos de formación/capacitación de recursos 
humanos especialmente dirigida a las autoridades migratorias, efectivos policíacos 
y funcionarios del sistema de justicia, con el propósito que conozcan y apliquen la 
legislación vigente en esta materia. Dichos procesos educativos deben realizarse 
de manera sostenida y permanente, para responder a las propias dinámicas de las 
instituciones (en cambios y rotaciones internas), así como, en la actualización de las 
disposiciones y prácticas en esta materia. 

En referencia al Acuerdo Regional de Procedimientos Migratorios CA-4 entre 
Guatemala, El Salvador, Honduras y Nicaragua que promueve la libre circulación 
por estos países, debe indicarse que aunque sus avances son positivos, todavía 
carecen de mecanismos claros para garantizar el pleno respeto a los nacionales 
de estos países. Este Acuerdo prioriza el movimiento e intercambio de bienes y 
mercancías, la facilidad de trámites aduanales, así como la promoción del turismo. 
Empero, de manera reciente con el propósito de agilizar el cruce de fronteras por 
estos territorios, para los nacionales de estos países únicamente deberán mostrar su 
documento de identificación60 (cédula o pasaporte) al momento del cruce, sin que 
se requiera completar y/o portar una forma migratoria. Aunque lo anterior abona 
a los procesos reales de integración, la ausencia de un documento migratorio y del 
registro respectivo provoca, que las personas migrantes no puedan demostrar ante las 
autoridades competentes (PNC y/o DGM) la fecha de ingreso al país al momento de 
la verificación migratoria. Para los centroamericanos, la falta de una forma migratoria 
provoca serias irregularidades en el trato e incluso efectos contrarios -como la 
deportación- que van en contra de la esencia de los mismos acuerdos regionales. 
Por ello, es necesario que los países busquen y promuevan los mecanismos idóneos 
que eviten exponer a los migrantes centroamericanos a situaciones de abuso ante la 
falta de documentación migratoria en el marco de este Acuerdo Regional. Asimismo, 

60	  Salvo en el caso de niños y niñas menores de edad en cuyo caso deberán portar pasaporte como único documento de 
identificación y con el ánimo de reducir los posibles casos de secuestro y trata infantil. 
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es necesario el impulso de programas de educación y formación de los agentes de la 
Policía Nacional Civil para dar a conocer los cambios y acuerdos que se toman en el 
marco de esta iniciativa de integración centroamericana. 

Preocupa que los procesos de detención estén violentando los principios de derechos 
humanos y el debido proceso. Para el caso guatemalteco, la detención es la primera 
opción utilizada por las autoridades de seguridad ante la falta de documentación 
migratoria. Los migrantes irregulares nacionales de Centroamérica al momento 
de su detención no gozan del derecho a la asistencia consular, por el contrario, de 
inmediato se tramita el proceso de deportación a sus países de origen. Aquí, se hace 
necesario establecer garantías concretas al debido proceso. En el caso de migrantes 
que proceden de países fuera de la región, pueden estar detenidos por un tiempo 
indefinido, en tanto la ley no estipula un plazo para tal situación. Es imperante que 
se establezca un período determinado para la detención. Al respecto del proceso 
de detención, se recomienda que la privación de la libertad sea utilizada como la 
última alternativa en el caso de los migrantes irregulares o no-autorizados, en tanto 
se facilitan procedimientos para demostrar la fecha de ingreso, los motivos y otros 
que argumenten los criterios institucionales. 

Entre otros temas que destacan en el proceso de deportación, llama la atención que 
no existen procesos de monitoreo y seguimiento que den cuenta de las condiciones 
en que las personas están siendo trasladadas hasta los puntos de entrega a sus 
autoridades. Asimismo, preocupa una práctica reiterada por parte de las autoridades 
correspondientes en dictar orden de deportación para posibles víctimas de trata en 
tanto prevalece su situación de irregularidad por sobre su condición de víctima, lo 
cual constituye un riesgo muy alto para su seguridad personal y dignidad humana. A 
partir de la aprobación de una legislación específica en materia de trata de personas, 
es esencial que las instituciones que trabajan el tema realicen esfuerzos coordinados 
para el impulso de procesos de educación y capacitación sobre dicha normativa con 
el propósito de disminuir los abusos en contra de esta población.

El actual anteproyecto de ley migratoria constituye un salto cualitativamente 
importante por el cambio de enfoque para el tratamiento de la migración regular 
e irregular. Sin duda, este esfuerzo está orientado en la dirección correcta y cuenta 
con aliados importantes. Habida cuenta, se recomienda el diseño de una estrategia 
de incidencia política ante el órgano correspondiente: Congreso de la República de 
Guatemala. En este sentido, es conveniente incluir a otras organizaciones que se 
ocupan del tema, para que se sumen a este proceso de incidencia, en tanto responde 
al reconocimiento y protección de los derechos humanos de los migrantes. Asimismo, 
sería valioso convocar a otros actores de la sociedad civil, gobierno y organismos 
internacionales para lograr mayores grados de incidencia, así como la apropiación de 



318

Estudio comparativo de la legislación y políticas migratorias en Centroamérica, México y República Dominicana INCEDES  /  SIN FRONTERASINCEDES  /  SIN FRONTERAS

esta iniciativa. Aprobada esta Ley será importante contar con mecanismos amplios 
que den a conocer la nueva normativa en los diferentes espacios nacionales, así 
como hacia los diferentes sectores de la población.

En términos de su contenido, preocupa la inclusión de conceptos como “Amnistía 
Migratoria” ya que todavía se concibe dentro del ámbito de la comisión de delito. 
Por ello, se propone sea sustituido por el impulso de “Programas de Regularización” 
como un proceso cuya intención radica en el reconocimiento pleno de los derechos 
de aquellas poblaciones migrantes que se encuentran de manera no-autorizada en el 
país. Para ello, será importante tomar en cuenta las experiencias de México y Costa 
Rica como ejemplo de buenas prácticas para el adecuado tratamiento del tema.

Adicionalmente, es preciso que más allá de contener una disposición de género que 
clarifica que las disposiciones de dicha ley van dirigidas tanto para “hombres como 
para mujeres” se atienda a las diferencias puntuales. Es decir, todavía hace falta 
introducir algunos casos y términos en consideración al tratamiento especial de los 
grupos que en todo caso haría real el enfoque de género que se busca.

Es de suma importancia incluir el trato especial a poblaciones vulnerables que 
requieren de procesos específicos, tales como: niños, niñas y adolescentes; mujeres 
embarazadas; personas discapacitadas61; portadores de VIH-Sida; entre otros. Todo 
ello con el ánimo de garantizar el trato adecuado en el marco del respeto a la ley que 
se propone, pero también, a favor del reconocimiento y garantía de sus derechos.

Preocupa que para el caso de los niños, niñas y adolescentes nacionales cuyos padres 
sean extranjeros, al momento de requerir el pasaporte sea mandatorio que sus padres 
previamente regularicen su situación migratoria. Dicha disposición atenta contra un 
derecho jurídico de la persona menor de edad que acentúa los tratos discriminatorios e 
incluso arbitrarios. Finalmente, se recomienda incluir en el texto el principio del interés 
superior del niño, especialmente durante los procesos de detención y deportación.  
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